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U N PERIODISTA ARGENTINO ESCRIBÍA a mi tad del siglo XIX: "Si las 
costumbres inf luyen poderosamente sobre la ley, la ley a su 
vez ejerce su inf luencia sobre las costumbres; y tan irracio­
nal sería lanzarla violentamente contra la corriente de las 
opiniones, como cobarde e imprudente dejarla arrastrar a 
merced de ella" . 1 Esta a f i rmación mostraba la perspecti­
va l iberal de l autor, prevaleciente en la é p o c a , que plantea­
ba la necesidad de reorganizar lo existente, con el fin de 
articular u n orden pol í t ico m á s funcional con las mulantes 
necesidades e c o n ó m i c a s y sociales, evitando al mismo tiem­
po el pel igro y los costos de los estallidos revolucionarios. 2 

Pero el pár ra fo destaca también , de manera implícita, la 
importancia de otorgar a las autoridades legít imas encarga­
das de llevar a cabo dicha organizac ión los medios para lo­
grar ese ambicioso objetivo. 

Fecha de r e c e p c i ó n : 7 de mayo de 2 0 0 3 
Fecha de a c e p t a c i ó n : 2 2 de septiembre de 2 0 0 3 

1 Informe de la Comisión Examinadora de la Constitución Federal, 1 8 6 0 , 
SAMPAY, 1 9 7 5 , p. 3 9 8 . 

2 Para un anál is i s en perspectiva h i s tór ica de la o r i e n t a c i ó n reformista 
del liberalismo durante el siglo xix, véa se JARDÍN, 1 9 8 5 , en especial la se­
gunda parte. V é a n s e t a m b i é n MATTEUCCI, 1 9 8 3 ; SABINE, 1 9 9 6 , pp. 5 0 5 - 5 6 0 ; 
BERLÍN, 1 9 5 8 ; RUGGIERO, 1 9 2 7 , y WATKINS , 1 9 4 8 . 
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La histor iograf ía existente sobre la transición al Esta­
do moderno en el siglo XIX latinoamericano se ha enfo­
cado sobre algunas temáticas fundamentales relativas a este 
proceso: la cuest ión de la soberanía , la definición de la ciu­
d a d a n í a , los mecanismos de representac ión , la formación y 
el funcionamiento de la e c o n o m í a públ ica , las relaciones 
interinstitucionales de los poderes civiles. 3 Pero ha descui­
dado de manera inexplicable una problemát ica clave de l 
mismo proceso: la conf igurac ión del poder coactivo del Es­
tado y la consol idac ión del contro l civil sobre las fuerzas 
armadas y los medios de coacc ión masiva. 

Max Weber hace hincapié en la importancia de este doble 
factor para la a f i rmación de u n orden polít ico moderno de 
tipo estatal, que entre otras cosas se caracteriza — s e g ú n el 
autor— por su capacidad de controlar de manera monopo-
lística los medios de coacc ión masiva.4 A part ir de Weber, la 
pol i to log ía moderna ha aceptado generalmente la estre­
cha c o n e x i ó n entre el p r i m e r o y la segunda. 5 Desde u n 

3 V é a n s e , entre los principales y desde perspectivas diferentes, SÁBATO, 
1 9 9 9 ; SORDO CEDEÑO, 1 9 9 3 ; CARMAGNANI, 1 9 9 3 y 1 9 9 4 ; HERNÁNDEZ CHÁVEZ, 

1 9 9 3 , y CONNAUGHTON, IlXADES y PÉREZ T O L E D O , 1 9 9 9 . 
4 V é a s e WEBER, 1 9 9 8 , p. 1 0 5 6 , las cursivas son mía s . T o d a v í a Weber 

subraya que "Este c a r á c t e r m o n o p ó l i c o del poder estatal es una carac­
teríst ica tan esencial de la s i tuac ión actual como lo es su carác ter de insti­
tución racional y de empresa continuada" y que, como consecuencia, "sólo 
podemos definir al estado indicando el medio ( c o a c c i ó n física) que em­
plea y que es hoy su monopolio", pp. 4 5 y 4 7 , cursivas en el texto. 

5 V é a s e al respecto GERTH y W R I G H T M I L L S , 1 9 4 6 , quienes sostienen 
que "el Estado es una comunidad humana que se arroga (con éx i to ) el 
monopolio del uso l e g í t i m o de la fuerza física dentro de un territorio da­
do", p. 7 8 ; POGGI, 1 9 7 8 , define el Estado como "un complejo amplio y di­
ferenciado de estructuras institucionales de dominio [ . . . ] " que " de jure y 
en los l ímites del posible defacto monopoliza [...] los instrumentos que 
permiten el ejercicio organizado de la violencia física de masa", p. 1 9 ; 
MATTEUCCI , 1 9 9 3 , se refiere al "monopolio l e g í t i m o de la cons t r i cc ión físi­
ca", p. 1 5 ; mientras que GELLNER, 1 9 9 1 , define al Estado como "el agente 
que detenta el monopolio de la violencia l e g í t i m a dentro de la socie­
dad", p. 1 5 y ARDANT, 1 9 7 5 , destaca entre las carac ter í s t i ca s fundamenta­
les del Estado moderno la presencia de "un e j é rc i to pagado, alojado y 
mantenido por el estado" mismo, p. 1 9 2 . V é a n s e t a m b i é n PERLMUTTER, 
1 9 8 2 , p. 2 7 y T ILLY, 1 9 9 3 , p. 7 7 . 
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p u n t o de vista histórico esta caracterización del Estado tie­
ne que ser examinada a part i r de la coyuntura del perio­
do de interés. En nuestro caso, el m o n o p o l i o de la fuerza 
puede entenderse t ambién como una situación de "fuerte 
superioridad relativa" respecto a los d e m á s grupos armados 
operantes en el terr i tor io nacional; superioridad que, en 
una fase de transición como la mexicana y la argentina de 
los años cincuenta y sesenta, constituye u n punto de parti­
da fundamental para la futura subord inac ión al poder civil 
de estos mismos grupos. 

Desde una perspectiva m á s estrictamente mil i tar , otros 
soc ió logos y po l i tó logos han enfrentado en é p o c a s m á s 
recientes el problema de la relación Estado-militares, pro­
poniendo diferentes caracterizaciones del sector castren­
se moderno y profesional y def iniendo las formas que el 
contro l civil puede asumir sobre el cuerpo de oficiales. E l 
estudio p i o n e r o de Samuel H u n t i n g t o n y las siguientes 
contribuciones y actualizaciones de Morr i s Janowitz y Al¬
fred Stepan —para citar aquí sólo algunos de los trabajos de 
mayor impacto a c a d é m i c o — han mostrado exhaustivamen­
te la trascendencia de estos temas y de manera implícita —o 
incluso expl íc i ta— su importancia como problema históri­
co, que hay que ampliar a part i r de estudios de casos dife­
rentes. Algunos soc ió logos , como Frederick N u n n y J o h n 
Johnson, han abordado el análisis del profesionalismo m i l i ­
tar desde una perspectiva histórica para la región latinoame­
ricana, pero haciendo hincapié sobre todo en la d imens ión 
social e inst i tucional y en la inf luencia de la oficialidad de 
distintos países europeos —sobre todo Alemania y Fran­
cia— en su proceso de fo rmac ión , sin analizar los or ígenes 
de los distintos sectores castrenses en la fase constituyente 
de los estados nacionales n i la capacidad de los mismos de 
consolidar su poder coactivo mediante el establecimiento 
de u n contro l eficaz sobre las fuerzas armadas. 6 Todos los 

6 V é a n s e JOHNSON. 1 9 6 4 y N U N N , 1 9 8 3 . Evidentemente no podemos 
analizar a q u í la amplia b ib l iogra f í a p o l i t o l ò g i c a sobre la t emát i ca militar. 
Entre las obras m á s recientes v é a n s e LOVEMAN, 1 9 9 7 ; RODRÍGUEZ, 1 9 9 4 ; 
PION-BERLIN, 2 0 0 1 ; B O W M A N , 2 0 0 2 , y CENTENO, 2 0 0 2 . 
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autores citados y en general todos los estudios referidos a 
la re lac ión Estado-militares concuerdan en u n aspecto que 
cobra importancia particular para nuestro artículo: existe 
una re lación directamente proporc ional entre la subordi­
nac ión de lo mi l i tar a lo civil y el grado de modern izac ión 
profesional logrado por el sector castrense y su organiza­
ción. E n efecto, sólo la convers ión de todos los grupos ar­
mados que operan en u n terr i tor io específ ico en u n sector 
peculiar de la burocracia estatal, cuyos miembros se vuel­
ven del todo dependientes de las autoridades civiles, tanto 
para su carrera como para su sustento económico , puede 
permit i r una coordinación efectiva de las fuerzas armadas, 
coherente con el proyecto pol í t ico del Estado y de la socie­
dad aue éste refleia 7 ¿ C ó m o se ha producido tal re lac ión 
en los nuevos estados ndependientes de Amér ica Lat ina y 
q u é transformaciones ha registrado a lo largo del siglo X I X ? 

La prol i feración de nuevas perspectivas de investigación 
histórica durante los años ochenta y noventa no ha produ­
cido nada al respecto por parte de los historiadores latino-
americanistas, tanto del área latinoamericana como de otras 
áreas , a pesar de la importancia que ha tenido el sector m i ­
l i tar en la reg ión a lo largo del siglo X X . Nada o muy poco 
sabemos de las formas y la intensidad del control logrado 
por el Estado sobre los medios de coacción masiva durante 
la fase constituyente de las distintas experiencias de Améri­
ca Latina. E n consecuencia, tampoco podemos medir la i m ­
portancia histórica de la adquis ic ión o no adquis ic ión de 
dicho contro l , es decir, sus efectos directos o indirectos so­
bre los acontecimientos de las década s sucesivas. 

Si comparamos algunos estudios his tór icos existentes 
emerge —a m e n u d o de manera só lo ind i rec ta— la pre­
sencia de sensibles diferencias temporales y regionales en 
la conso l idac ión de l c o n t r o l estatal sobre los medios de 
coacc ión masiva y en la capacidad de las autoridades pú­
blicas de ejercer sus funciones de poder. Estas diferencias 

7 Sobre la r e l a c i ó n entre s u b o r d i n a c i ó n y m o d e r n i z a c i ó n militar 
v é a n s e t a m b i é n H U N T I N G T O N , 1995, en especial los caps. 1, 2 y 4 y j A N O w r r z , 
1971, caps. 6 y 7. 
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aparecen de alguna forma vinculadas con elementos sociales 
y culturales o simplemente coyunturales. La pr imera mi tad 
del siglo XIX se caracteriza por una acentuada fragmenta­
ción de la soberan ía terr i tor ia l , que es c o m ú n a toda la re­
g ión y que parece reflejarse en una f ragmentac ión aná loga 
del contro l sobre los grupos armados que operan en ella, a 
menudo sin una organización y jerarquías bien definidas. 8 

Pero esta un i fo rmidad regional empieza a desaparecer a 
mediados del mismo siglo, cuando en el lento proceso de 
conf igurac ión de los nuevos estados nacionales, el contro l 
sobre dichos grupos y la capacidad de configurar una jerar­
qu ía mi l i t a r profesional y moderna con u n fuerte sentido 
de s u b o r d i n a c i ó n al poder civi l , empieza a manifestarse 
con intensidad diferente s e g ú n lós casos.9 

Este conjunto de indicaciones nos remite a una realidad 
mucho m á s compleja y d inámica de la relación entre lo civil 
y lo mi l i t a r de lo que la pol i to logía —a pesar de sus aporta­
ciones sumamente va l iosas- ha sido capaz de mostrar y su­
giere la necesidad de superar la d i m e n s i ó n pol i to lóg ica 
para adoptar u n enfoque capaz de individualizar las dis­
tintas formas históricas que el cont ro l coactivo del Estado 
a s u m i ó en los distintos países de Amér i ca Lat ina . 1 0 La idea 
fundamental de estas afirmaciones es que no podemos ha­
blar de manera d icotómica de la presencia o la ausencia del 
contro l civil sobre lo mi l i tar , sino que la relación militares-
civiles presenta ráseos d inámicos que t ienen que ser anali­
zados his tór icamente y que se pueden visualizar y explicar 
só lo a part i r de u n enfoque que tome en cuenta todas las di-

8 V é a s e en general para la r e g i ó n latinoamericana CARMAGNANI, HER­
NÁNDEZ CHÁVEZ y ROMANO, 1 9 9 9 , pp. 3 6 3 - 3 8 3 . Para M é x i c o , VÁZQUEZ, 1 9 9 3 ; 

SERRANO ORTEGA, 1 9 9 9 , y SORDO CEDEÑO, 1 9 9 3 , en donde en el anál is i s es­

p e c í f i c o del funcionamiento del Congreso emerge en varios cap í tu lo s el 
problema de la f r a g m e n t a c i ó n citada. Para Argentina v é a n s e CHIARAMON-
TE, 1 9 8 3 , 1 9 9 3 y 1 9 9 9 y t a m b i é n TERNAVASIO, 1 9 9 9 . 

9 CARMAGNANI, HERNÁNDEZ CHÁVEZ y R O M A N O , 1 9 9 9 , pp. 3 8 3 y ss. Para Mé­

xico CARMAGNANI, 1 9 9 3 , p. 1 7 1 y HERNÁNDEZ CHÁVEZ, 1 9 8 9 . Para Argentina 
FORTE, 2 0 0 0 y 2 0 0 3 y BOTANA, 1 9 9 3 . 

1 0 Carmagnani hizo primero esta o b s e r v a c i ó n respecto a las transfor­
maciones histór icas del federalismo. CARMAGNANI, 1 9 9 3 , pp. 1 0 - 1 1 . 
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mensiones capaces de afectarla, es decir, que considere, 
a d e m á s de la d imens ión institucional, t ambién las dimen­
siones social, polít ica y político-cultural. 

Este art ículo quiere otorgar la pr imera contr ibución al 
respecto, mediante u n examen comparativo de los oríge­
nes del proceso de conf iguración del poder coactivo del 
Estado durante la fase constituyente del orden l iberal en 
México y Argentina. Con este fin, analizaremos —mediante 
el debate constituyente y las medidas legislativas y constitucio­
nales adoptadas a mediados del siglo X I X — los medios que se 
siguieron al respecto durante el periodo entre los acuerdos 
preliminares de Ayuda (1854) y de San Nicolás (1852) y las 
motivaciones que se aportaron en sustento de las mismas me­
didas en las discusiones de las respectivas asambleas cons­
tituyentes , que l l evaron a la a p r o b a c i ó n de las pr imeras 
constituciones liberales. 

La elección de estos dos casos se debió tanto a sus caracte­
rísticas comunes como a sus elementos de diferenciación. 
Ambos pa í ses empezaron a consolidarse como estados na­
cionales en la segunda mi tad del siglo X I X bajo una forma 
l iberal y federal . 1 1 Pero al mismo t iempo parecen registrar 
una sustancial divergencia en la manera y la velocidad con 
que se llevó a cabo el proceso de profes ional ización cas­
trense y se def in ieron las relaciones entre oficial idad y so­
ciedad civil , tanto en los aspectos legales e institucionales 
como en la práct ica po l í t i ca . 1 2 Ta l divergencia emerge so­
bre todo en el papel que aparentemente d e s e m p e ñ ó la 
fuerza mi l i t a r en las operaciones dirigidas a consolidar el 
nuevo orden polí t ico. Algunos autores sugieren al respecto 
la preponderancia en Méx ico de prácticas de compromiso 
y de conci l iac ión que marcaron toda la segunda mi tad del 

1 1 L a b i b l i o g r a f í a sobre esta t e m á t i c a es inmensa. Nos limitamos a q u í 
a citar algunas obras de referencia para los dos casos examinados, de 
m á s reciente p u b l i c a c i ó n y que conjugan las dos p r o b l e m á t i c a s , liberal y 
federal. Para M é x i c o , CARMAGNANI y HERNÁNDEZ CHÁVEZ, 1 9 9 9 v CARMAGNANI, 

1 9 9 3 . Para Argentina, BOTANA, 1 9 9 3 . 
1 2 Para M é x i c o , alguna referencia a la p r o b l e m á t i c a de las relaciones 

Estado-militares se hace en CARMAGNANI, 1 9 9 3 , p. 1 4 7 . V é a s e t a m b i é n U N -
ZUETA, 2 0 0 2 . Para Argentina, FORTE, 2 0 0 3 , cap. i. 
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siglo X I X hasta el estallido revolucionario de 1910 y que 
afectaron t a m b i é n el proceso de pro fe s iona l i zac ión del 
cuerpo de oficiales. 1 3 En u n estudio reciente hemos mos­
trado que en Argentina , al contrario , la fuerza mil i tar "legí­
t i m a " y subordinada a la autor idad c iv i l de sar ro l ló una 
func ión decisiva desde una é p o c a temprana en la imposi­
c ión de la legalidad constitucional hasta los territorios m á s 
remotos del nuevo Estado. 1 4 

Es obvio que no podemos dar una respuesta a todas las 
cuestiones mencionadas anteriormente. Tampoco quere­
mos otorgar al lector una síntesis exhaustiva del recorrido 
histórico de consol idac ión de los estados nacionales en Mé­
xico y Argent ina . Simplemente, buscaremos enfocar la for­
m a en que los dos casos asumieron "en su or igen" el 
c o n t r o l estatal sobre los medios de coerc ión e individuali­
zar las causas políticas y culturales que están en la base de 
cada forma. Para lograr este objetivo hacen falta todavía al­
gunas aclaraciones preliminares. A lo largo del texto hare­
mos una referencia g e n é r i c a a las fuerzas armadas para 
indicar los grupos con capacidad coercitiva operantes en 
cada ter r i tor io . E n n i n g ú n caso se trata de militares profe­
sionales en el sentido moderno del t é rmino , debido a que 
a mediados del siglo X I X no existía todavía en ambos países 
u n a ins t i tuc ión castrense con estas caracter í s t icas , sino 
— c o m o hemos s e ñ a l a d o — una fuerza armada fragmenta­
da de difícil o imposible contro l por parte de las nacientes 
autoridades centrales nacionales. A lo largo de toda la pr i ­
mera mi tad del siglo X I X muchos autores han hecho hinca­
p i é , desde perspectivas diversas, en la impor tanc ia y el 
forta lecimiento de las milicias y los grupos armados locales 
o provinciales. 1 5 Los efectos de este factor en la capacidad 
de los estados nacionales surgidos a mediados del mismo si-

1 3 CARMAGNANI , 1993 y BERTOLA , 1995. 
1 4 FORTE , 2003, pp. 33-65. Poco o nada sabemos de la forma y la inten­

sidad del control civil logrado en M é x i c o sobre las fuerzas armadas. Para 
las primeras indicaciones al respecto v é a s e UNZUETA , 2002. 

1 5 K A H L E , 1997, caps, m y iv; SERRANO, 1999, y CARMAGNANI, HERNÁNDEZ 

CHÁVEZ y R O M A N O , 1999, pp. 366 y ss. 
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glo para consolidar su poder coactivo han sido poco estu­
diados. De los análisis m á s recientes emerge u n elemento 
interesante: la relación directamente proporc iona l entre el 
fortalecimiento citado y la capacidad de los poderes regio­
nales de util izar la fuerza para oponerse a los intentos de 
constituir u n poder central eficaz, en el ámbi to de u n am­
pl io proceso de f ragmentac ión terr i tor ia l , que — s e g ú n es­
tos estudios— c o m e n z ó hacia la mi tad del siglo X V I I I y se 
ace leró como consecuencia de la desart iculación del impe­
rio e s p a ñ o l . 1 6 

Para los casos de México y Argent ina estos estudios pare­
cen sugerir que la f ragmentac ión de las fuerzas armadas se 
manifes tó tanto desde el punto de vista terr i tor ia l como en 
relac ión con la cadena de mando de referencia. 1 7 Dicha 
f r a g m e n t a c i ó n se a c o m p a ñ a b a de la preponderancia de 
una menta l idad de tipo corporativo, es decir, d ir ig ida a la 
defensa de los privilegios adquiridos durante la é p o c a colo­
nial , que —como veremos a lo largo del a r t í cu lo— se regis­
tró con diferente intensidad en los dos casos y que mal se 
adaptaba a la necesidad de crear u n cuerpo moderno de 
oficiales, en el sentido de subordinado a las autoridades 
constitucionales c ivi les . 1 8 

1 6 VÁZQUEZ, 1 9 9 3 y K A H L E , 1 9 9 7 , p. 1 5 9 , destaca que las unidades de la 
"milicia activa [...] se evidenciaron como carentes de valor para el Estado 
[...] y la m a y o r í a de las veces só lo contribuyeron a reforzar los diversos 
e jérc i tos revolucionarios". Para Argentina v é a n s e CHIARAMONTE, 1 9 9 3 , pp. 
9 3 y 1 2 6 y 1 9 8 3 , pp. 7 9 - 8 4 . Sobre el proceso de f r a g m e n t a c i ó n territorial 
citado v é a s e CARMAGNANI, HERNÁNDEZ CHÁVEZ y ROMANO, 1 9 9 9 , p. 3 6 6 . 

1 7 Por f r a g m e n t a c i ó n territorial entendemos la presencia de grupos 
armados de distintos sectores de o r g a n i z a c i ó n , independientes entre sí, 
cuya actividad se desarrolla en el á m b i t o de una r e g i ó n diferente de 
donde a c t ú a n los d e m á s grupos. L a f r a g m e n t a c i ó n de la cadena de man­
do hace referencia a grupos armados capaces de actuar en el interior de 
un territorio m á s amplio, en concomitancia o a diferencia de otros gru­
pos, que obedecen a diversas autoridades militares o civiles. E n pre­
sencia de u n a autoridad formal o j u r í d i c a m e n t e centralizada, ambas 
situaciones indican la falta de control de la misma sobre los medios 
coactivos. 

1 8 Para una buena s íntes i s del significado del corporativismo y de los 
privilegios de antiguo r é g i m e n véa se LEMRÉRIERE, 1 9 9 9 , pp. 3 7 - 4 3 . 
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El p r i m e r paso para la resolución de este conjunto de 
problemát icas , estrechamente vinculadas entre sí, era en­
contrar u n acuerdo ampl io sobre tres cuestiones: a) la 
necesidad de subordinar de manera incondicionada lo m i ­
l itar a lo c ivi l , lo que tenía que transitar por la e l iminación 
del fuero mi l i tar ; b) la forma que tenía que asumir dicha 
subord inac ión , y c) su reg lamentac ión en términos consti­
tucionales y jur íd icos . 

E L PLAN DE AYUTLA Y EL ACUERDO DE SAN NICOLÁS: 

PARTICIPACIÓN DE LAS FUERZAS ARMADAS Y RELACIÓN CÍVICO-MILITAR 

Tanto el Plan de Ayutla (México, 1854) como el Acuerdo 
de San Nicolás (Argentina, 1852) constituyeron la etapa de 
transición hacia la aprobac ión de u n texto constitucional 
nacional de corte l iberal y federal. A d e m á s , ambos surgie­
r o n de u n enfrentamiento in t ra r reg iona l de fuerzas ar­
madas al mando de jefes militares locales. N o sorprende 
entonces la característica mi l i tar de los firmantes de los es­
tatutos provisionales acordados en aquellas circunstancias, 
factor c o m ú n en ambos casos.19 Sin embargo, m á s allá de la 
os tentac ión indiv idual de altos cargos militares, casi siem­
pre desprovistos de consistencia profesional, lo que m á s 
nos interesa son dos elementos que emergen con rasgos 
diferentes en los dos acuerdos: a) la f ragmentac ión del con­
t ro l de las fuerzas armadas en el t e r r i tor io nacional y b) el 
in tento de centralizar d icho contro l . 

E n re lac ión con el pr imer elemento, los acontecimientos 
posteriores a la a p r o b a c i ó n del Plan de Ayut l a muestran 

1 9 E n M é x i c o la totalidad de los firmantes del Plan de Ayutla y de su 
ver s ión reformada unos d ía s d e s p u é s ostentaban t í tulos de tipo militar. 
E n Argentina, los firmantes en San N i c o l á s con estas caracter í s t icas eran 
5 0 % del total, pero al mismo tiempo el t í tulo de Encargado de las Rela­
ciones Exteriores, que en aquel entonces d e s a r r o l l ó el principal cargo 
ejecutivo, fue otorgado al brigadier general D.Justo J o s é de Urquiza. A l 
respecto v é a n s e Plan de Ayutla, I O de marzo de 1 8 5 4 , en T E N A RAMÍREZ, 
1 9 9 8 , pp. 4 9 2 - 4 9 4 y Plan de Ayutla reformado en Acapulco, 1 1 de marzo de 
1 8 5 4 , en T E N A RAMÍREZ, 1 9 9 8 , pp. 4 9 4 y 4 9 8 . 
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c ó m o la llamada dictadura santanista no contó con u n con­
t r o l no sólo m o n o p ó l i c o , sino n i siquiera consistente sobre 
los grupos armados presentes en el país . A pesar de que las 
fuerzas armadas bajo el mando de Santa A n n a mantuvie­
r o n una sustancial subordinación al entonces jefe de Estado, 
el gobierno no demos t ró n inguna capacidad de resistencia 
real frente a los pronunciamientos militares regionales en 
su contra. El ejército de l ínea no logró derrotar a los rebel­
des en Acapulco e impedir la p r o p a g a c i ó n de la insurrec­
c i ó n desde Guerrero hacia los estados de Tamaulipas, 
Guanajuato, San Luis Potosí y México , n i siquiera antes de 
la llegada de Comonfor t al puerto de Acapulco con los re­
cursos militares conseguidos en Estados Unidos . 2 0 El fracaso 
de las d e m á s operaciones militares lideradas por Santa Anna 
al comienzo de 1855, demuestra la inconsistencia coactiva 
del gobierno en cargo y favorecieron la sucesiva desapa­
rición. A d e m á s , el prop io ejército santanista —como ilus­
tra m u y bien Justo Sierra— no r e s p o n d í a a principios de 
s u b o r d i n a c i ó n a la autor idad civi l , sino que simplemen­
te actuaba como u n conjunto de oficiales aliados de Santa 
Anna , por simples razones de coincidencia de intereses en 
u n m o m e n t o espec í f i co . 2 1 

2 0 D Í A Z , 1 9 8 7 , pp. 8 2 9 - 8 3 0 . SIERRA, s.f. L ibro Tercero , Parte Segunda, 
cap. iv subraya el "fracaso colosal" de la c a m p a ñ a militar dirigida por 
Santa A n n a hacia Acapulco, que no l o g r ó vencer " la obstinada resisten­
cia del general Comonfort" y o b l i g ó a las tropas santanistas a volver "a su 
punto de partida"; y esto a pesar de que "los insurrectos [...] c a r e c í a n 
completamente" de armamentos. V é a s e t a m b i é n PORTILLA, 1 9 9 3 . 

2 1 SIERRA, S. f., L ibro Tercero, Parte Segunda, cap. rv. Sierra muestra la 
necesidad de Santa A n n a de ganarse la fidelidad de los jefes militares 
—que no c o n s t i t u í a n una oficialidad en el sentido moderno del térmi­
n o — mediante favores y rega l í a s . E n este sentido, la r e p a r t i c i ó n de los 
departamentos entre los militares — s e ñ a l a d a por el autor— no puede 
ser interpretada simplemente como una forma de mi l i t a r i zac ión del po­
der, sino t a m b i é n como un intento de fortalecer el control de la autori­
dad central sobre los detentores de los medios de c o e r c i ó n . PORTILLA, 
1 9 9 3 , pp. 2 8 - 2 9 , caps, x y xi, en especial las pp. 2 8 3 - 2 8 4 , destaca la aten­
c ión particular de Santa A n n a hacia los jefes militares, pp. 2 8 - 2 9 , as í 
como el escaso control efectivo sobre ellos, t a m b i é n por las autoridades 
que emergieron del Plan de Ayutla. V é a n s e t a m b i é n VÁZQUEZ, 1 9 9 3 , que 
muestra la inexistencia de una o r g a n i z a c i ó n militar profesional y de una 
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El Acuerdo de San Nicolás surgió a su vez de una situa­
ción de f ragmentac ión coercitiva de igual intensidad aun­
que con características diversas. En el amplio ter r i tor io del 
ex virreinato del Río de la Plata se enfrentaban gobiernos 
provinciales esencialmente independientes entre sí, sin una 
autor idad central reconocible , con fuertes diferencias de­
mográ f i ca s y e c o n ó m i c a s que sin embargo n o afectaban 
de manera significativa el equi l ibr io mi l i tar entre ellos. 2 2 

Desde u n p u n t o de vista estrictamente pol í t ico , ambas 
experiencias históricas registraron la presencia de una consis­
tente tendencia de t ipo centrífugo a partir de las provincias/ 
estados, en el marco de una fuerte tensión centrípeto-cen-
trífuga. Sin embargo, esta situación c o m ú n se produ jo en 
el marco de una divergencia histórica sustancial, en donde 
México , al contrar io de Argentina , e x p e r i m e n t ó a part i r 
de 1836 una organizac ión de t ipo centralizador. 2 3 M . Car-
magnani subraya c ó m o dicha organizac ión "fue vista, aun 
por parte de los centralistas, como u n atentado a las auto­
nomía s estatales y municipales", determinando como con­
secuencia una fuerte movilización en varias regiones del 
p a í s . 2 4 ¿Has ta q u é p u n t o y de q u é manera esta diversidad 
afectó la act i tud de los distintos grupos polít icos y sociales 
hacia la organizac ión mi l i t a r y la central ización del contro l 
coactivo? 

Tanto en el texto de Ayuda como en el de San Nicolás 
emerge claramente una sensibilidad hacia la importancia 
del e jército como instrumento indispensable para garanti­
zar el o rden in te rno y el cont ro l terr i tor ia l por parte de las 

cadena de mando institucionalizada, afirmando que durante el gobier­
no centralista " E l e j é r c i t o no se p r o f e s i o n a l i z ó y tuvo problemas para 
mantener su n ú m e r o por la resistencia de los departamentos a proveer­
le reemplazos", p. 46 y SORDO CEDEÑO , 1993, pp. 404-423. Para una s ínte­
sis de las ca rac te r í s t i ca s del e j é r c i t o mexicano durante la é p o c a de Santa 
A n n a véa se VÁZQUEZ M A N T E C Ó N , 1986, pp. 245-263. 

2 2 V é a s e BOTANA , 1993, p. 232. Para ampliar las p r o b l e m á t i c a s milita­
res internas e n Argentina durante la segunda mitad del siglo xix, véa se 
FORTE , 2003, cap. i. 

2 3 CARMAGNANI , 1993, pp. 136-138. 
2 4 CARMAGNANI , 1993, p. 138. 
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autoridades centrales. Sin embargo, tanto la d imens ión de 
central ización del mando como de subord inac ión mi l i tar a 
u n a autoridad civil se expre só con mayor fuerza en Argenti­
na. E n relación con el p r i m e r aspecto, el acuerdo de 1852 
o t o r g ó al general Justo J o s é de Urquiza, como "General en 
Jefe de los Ejércitos de la Confederac ión" , "el mando efecti­
vo de todas las fuerzas militares que actualmente tengan en 
pie cada Provincia, las cuales serán consideradas desde aho­
ra como partes integrantes de l Ejército Nacional " . 2 5 U r q u i ­
za q u e d ó autorizado por los firmantes del acuerdo para 
uti l izar dichas fuerzas "del m o d o que lo crea conveniente al 
servicio nacional" , p i d i e n d o contingentes adicionales "a 
cualquiera de las Provincias" si lo considerara necesario pa­
ra cumpl i r sus objetivos. 2 6 Respecto al segundo arquetipo, 
la responsabilidad provisional de los asuntos internos y, por 
lo tanto, de las medidas dirigidas a restablecer la paz en el 
inter ior , se confió al encargado de las Relaciones Exterio­
res, en su calidad de autoridad civil , al cual el general en je­
fe de las fuerzas armadas q u e d ó subordinado. El artículo 15 
del mismo acuerdo aclaró que tanto dicha subordinac ión 
como la reunión de las fuerzas armadas provinciales bajo 
u n ú n i c o mando fueron medidas dictadas con el fin de 
otorgar a la autoridad nacional provisional "las facultades y 
medios adecuados para cumpl i r " con sus obligaciones; pero 
el or igen provincial de las tropas y de sus oficiales y su falta 
de dependencia e c o n ó m i c a del poder central evidencian la 
debi l idad del contro l coactivo de la autoridad. En otras pa­
labras, faltaba todavía en aquel m o m e n t o una estructura 
mi l i t a r nacional que permit iera transitar de una centraliza­
ción del mando de p r i n c i p i o a una del mando efectiva. N o 
obstante, las disposiciones de mando y subord inac ión m i l i ­
tar muestran una sensibilidad significativa por parte de los 
firmantes hacia la necesidad de crear u n Estado fuerte y, 
por ende, una sensibilidad significativa hacia el fortaleci-

25 Acuerdo de San Nicolás de los Arroyos, 1852, art. 15, SAMPAY, 1975, 
p. 337. 

26 Acuerdo de San Nicolás de los Arroyos, 1852, art. 14, en SAMPAY, 1975, 
p. 337 
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miento de dicha central ización. Con el fin de legitimar ma­
yormente la pos ic ión coactiva de la autoridad central pro­
visional, el art ículo 14, al establecer la obl igación de "los 
d e m á s Gobernadores" de prestar "su cooperac ión y ayuda" 
al encargado de las Relaciones Exteriores, al mismo t iempo 
le o torgó la responsabilidad de "restablecer la paz, soste­
niendo las autoridades legalmente constituidas", contra 
eventuales "hostilidades abiertas entre una u otra Provin­
cia, o por sublevaciones armadas dentro de la misma Pro­
vincia" . 2 7 Es decir, la p é r d i d a parcial de contro l por parte 
de las provincias sobre sus medios coactivos iba a ser com­
pensada por la a sunc ión de las autoridades centrales de la 
responsabilidad de garantizar su seguridad. Cabe señalar 
que el mismo art ículo no estableció todavía la subordina­
ción de los gobernadores a la autoridad central, sino sim­
plemente una ob l igac ión m o r a l de colaborar con ella. E n 
otras palabras, el Acuerdo de San Nicolás fue de transición, 
y a través de él se b u s c ó crear las condiciones mín imas ne­
cesarias para forjar en poco t iempo u n verdadero Estado 
nacional federal. Entre tales condiciones destaca u n p r i ­
mer intento de centralizar las operaciones militares inter­
nas y externas bajo u n mando unif icado. 

En Ayuda, p o r lo menos desde la perspectiva mil i tar , los 
objetivos fueron m á s l imitados. E n la versión del Plan, mo­
dificada en Acapulco en marzo de 1854, se reconoc ió la i m ­
portancia del e jército como "defensor de la independencia 
y el apoyo del o rden" , y por ende la necesidad del gobierno 
inter ino "de conservarlo y atenderlo, cual demanda su no­
ble in s t i tu to " . 2 8 Sin embargo, no se logró en esta fase una 
central ización del mando y tampoco se e x p r e s ó una volun­
tad clara de los firmantes hacia la misma. Aunque el artículo 
3 o del Plan re formado estableció el alto cargo del presiden-

2 7 L a c o o p e r a c i ó n de los gobernadores se e s t ab lec ió sobre la base de 
lo reglamentado e n el Tratado de Santa Fe y Entre R ío s entre las Provin­
cias Litorales de Buenos Aires del 4 de enero de 1831. Para el texto del 
tratado véase SAMPAY, 1975. 

28 Plan deAyutla reformado en Acapulco, 11 de marzo de 1854, art. 6° , en 
T E N A RAMÍREZ, 1998, p. 497. 
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te in ter ino con el fin de reformar todos los ramos de la ad­
mini s t rac ión p ú b l i c a y no e s tab lec ió para su au tor idad 
"otra restricción que la de respetar las garantías individua­
les", de hecho el poder coactivo del presidente quedaba su-
m á m e n t e reducido. E n efecto, por disposic ión del mismo 
plan, el mando mi l i tar de las fuerzas armadas presentes en 
el pa í s q u e d ó fragmentado entre "los Excmos. Señores Ge­
nerales d o n Nicolás Bravo, d o n j u á n Álvarez y d o n T o m á s 
M o r e n o con el fin de que se sirvan adoptar" los principios 
expresados en el acuerdo y "se pongan al frente de las fuer­
zas libertadoras que los proclaman hasta conseguir su com­
pleta rea l izac ión" . 2 9 N o queda claro tampoco el p r inc ip io 
de subord inac ión de : los jefes militares al presidente interi¬
no , que parece m á s b ien tener una pos ic ión de primus ínter 
pareóme los oficiales de u n sector mi l i tar que seguía 
zando de los nrivilegios Droüios de su fuero colonial . Desde 
el p u n t o de rista weberiano que - c o m o hemos anticipa­
d o ! - define al Esta.do como ' "aquella comunidad humana 
la, cual, en el in te r io r de u n determinado terr i tor io el 

concento de 'territorio' es esencial en la definición recia-
m " p a r a s U c o v l é x t i o ) el monopoHo d e í a coacc ión física 

mexicano correlat ivo 

Otra diferencia importante entre los dos planes es la en­
t idad de la cohes ión alrededor de la forma que tendrá que 
asumir el orden polí t ico. E n Argentina , a pesar de que Bue­
nos Aires no a c e p t ó firmar el documento de San Nicolás , 
las d e m á s provincias l o g r a r o n u n acuerdo m u c h o m á s 
h o m o g é n e o al respecto que las distintas fuerzas que se en­
frentaban en Méx ico . E n p r i m e r lugar, hubo u n entendi­
miento general sobre la d imens ión nacional del proyecto 
pol í t ico que hab ía que implementar . Los firmantes acepta­
r o n el p r inc ip io de que "los Diputados estén penetrados de 

29 PlandeAyutla reformado en Acapulco, 1 1 de marzo de 1 8 5 4 , art. 9 O , en 
T E N A RAMÍREZ, 1 9 9 8 , p. 4 9 8 . 

3 0 WEBER, 1 9 9 8 , p. 1 0 5 6 , las cursivas son m í a s . 
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sentimientos puramente nacionales [ . . . ] persuadidos que 
el b ien de los pueblos no se ha de conseguir por exigencias 
encontradas y parciales, sino por la consolidación de un régi­
men nacional, regular y justo" . 3 1 Emerge también en este 
texto la or ientac ión l iberal , en la a f i rmación de que el nue­
vo orden tenía que estimar "la calidad de ciudadanos argen­
tinos, antes que la de provincianos" , 3 2 y se establece por 
pr imera vez la prohib ic ión de que "los Diputados trajeran 
instrucciones especiales, que restringieran sus poderes". 3 3 

E n otras palabras, se manifes tó el rechazo a la práct ica del 
"mandato imperativo", que h a b í a caracterizado las relacio­
nes interprovinciales en el Río de la Plata durante la pr ime­
ra m i t a d de l siglo X I X : con base en dicha práct ica , los 
diputados de los pueblos se consideraban apoderado's de 
los mismos v llevaban a las asambleas u n mandato exnreso 
lo que i m p e d í a la negoc i ac ión de acuerdos nacionales en­
tre los representantes de las distintas provincias 3 4 Este con­
j u n t o de aclaraciones muestra la convicción prevaleciente 
en San Nicolás de la necesidad de crear normas h o m o g é ­
neas para todos los ciudadanos sobre una base nacional e 
indiv idual de acuerdo con los nrincinios generales de la 

blemente la ^m^S^S^^Ú^a^ 
E n México , u n estudio reciente sugiere que el contraste 

que se d io en Argent ina entre Buenos Aires y las d e m á s 
provincias se genera l izó , creando una doble polar ización 
entre tendencias diferentes: centrifuga-centrípeta y liberal-
anti l iberal o, mejor d icho, liberal-pactista. 3* El mismo estu­
d io subraya que en Ayuda no se estableció una tendencia 
hacia u n proyecto pol í t ico específ ico, sino una vasta y hete­
r o g é n e a coal ic ión cuya debi l idad emerge de las diferen­
cias presentes en los dos planes, casi s imultáneos , de Ayuda 

31 Acuerdo de San Nicolás de los Arroyos, 1 8 5 2 , art. 8 , en SAMPAY, 1 9 7 5 , p. 3 3 7 . 
32 Acuerdo de San Nicolás de los Arroyos, 1 8 5 2 , art. 8 , en SAMPAY, 1 9 7 5 , p. 3 3 7 . 
33 Acuerdo de San Nicolás de los Arroyos, 1 8 5 2 , art. 6 , en SAMPAY, 1 9 7 5 , p. 3 3 6 . 
3 4 CHIARAMONTE, 1 9 9 9 , p. 1 0 9 . 
3 5 CARMAGNANI, 1 9 9 3 , pp. 1 3 6 - 1 4 0 . 
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(1° de marzo) y de Ayuda reformado en Acapulco (11 de 
marzo ) . 3 6 Ambos textos hac ían referencia a las garant ías 
individuales, pero sólo el segundo in t rodu jo los elementos 
liberales que les otorgan significado. 3? Además , sólo el se­
gundo prevé de manera explícita la creación de una nac ión 
"sola, indivisible e i n d e p e n d i e n t e " . » 

La menor cohes ión de las diferentes orientaciones que 
actuaron en México y su procedencia e intereses regionales 
de dist into o r d e n , 3 9 pueden explicar en parte la act i tud d i ­
versa hacia la central ización del contro l mi l i tar y la subor­
dinac ión de la oficialidad a las autoridades civiles. A d e m á s , 
la mayor homogeneidad de intenciones de la coalición reu­
nida en San Nicolás permit ió reducir la d imens ión mi l i t a r 
de la sucesiva fase constituyente, que llevó a la realización y 
aprobac ión , por parte de todas las provincias menos Bue­
nos Aires, de la p r i m e r a Cons t i tuc ión nacional l ibera l 
argentina, a través de las labores de una asamblea constitu­
yente formada por los representantes de la casi totalidad de 
las provincias argentinas. En México al contrario, la rápi­
da desart iculación de la débil alianza de Ayuda y la ausen¬
cia de u n mando mi l i tar centralizado, aunque de manera 
provisional, d e t e r m i n ó que la Const i tución de 1857 fuera 
el resultado de la capacidad del grupo mi l i tar m á s fuerte 
"Dero no heo-emónico" de lograr dar vida a u n Drovecto es¬
total de t ipo nacional y l iberal que al contrario del caso ar­
gentino no contó con el apoyo rn^yoritario de los grupos 
regionales » E n el p r i m e r calo la mayor homogeneidad 
polít ica de l o ^ p ^ j u ^ ' ^ t ó ^ b Z m l Ü só l ida 

3 6 CARMAGNANI, 1 9 9 3 , p. 1 4 5 . V é a s e t a m b i é n T E N A RAMÍREZ, 1 9 9 8 , que 

sostiene la carac ter í s t i ca liberal del movimiento de Ayuda, subrayando: 
" E l problema [...] [de] convivencia dentro de la r evo luc ión triunfante 
de los puros y los moderados", p. 4 8 9 . 

3 7 E l primer plan afirma que "las instituciones republicanas son las úni­
cas que convienen al p a í s " , mientras que el segundo especifica que "las 
instituciones liberales son las ú n i c a s que convienen al pa í s " . CARMAGNANI, 
1 9 9 3 , p. 1 4 5 . 

38 Plan de Ayutla reformado en Acapulco, 1 1 de marzo de 1 8 5 4 , art. 4 O , en 
T E N A RAMÍREZ, 1 9 9 8 , p. 4 9 7 . 

3 9 T E N A RAMÍREZ, 1 9 9 8 , pp. 4 8 7 - 4 9 2 . 
4 0 CARMAGNANI, 1 9 9 3 , p. 1 4 6 . 
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respecto al segundo para la def inición de u n sector mil i tar 
centralizado y subordinado a la autoridad civil. En otras pa­
labras — y otra vez desde una perspectiva weberiana—•, el 
Estado l iberal mexicano parece nacer, por lo menos hasta 
ese momento , sobre una base m á s débi l que su correspon­
diente argentino. 

PODER COACTIVO DEL ESTADO Y SUBORDINACIÓN MILITAR: 

DE LOS ACUERDOS PRELIMINARES A LAS CONSTITUCIONES NACIONALES 

Entre la firma de los acuerdos de Ayuda y San Nicolás y la 
aprobac ión de las constituciones liberales, se realizó una se­
rie de operaciones polít icas y legislativas dirigidas a modi f i ­
car las bases del o r d e n po l í t i co . Entre ellas, asumen 
importancia especial las medidas encaminadas a fortalecer 
el poder coactivo de la autoridad central. Aunque los cons­
tituyentes argentinos no tuvieron que resolver las numero­
sas p r o b l e m á t i c a s estructurales propias de la coyuntura 
polí t ica y social mexicana, como — p o r e jemplo— la fuerte 
resistencia de las corporaciones mi l i t a r y eclesiástica, se en­
frentaron sin embargo a otro desaf ío de t ipo corporativo 
en la opos ic ión de la provincia de Buenos Aires, tanto al 
Acuerdo de San Nicolás como a la p r imera versión de la 
Const i tución liberal federal. Dicha opos ic ión constituyó u n 
aspecto grave desde el p u n t o de vista del contro l coactivo 
de la nueva federac ión , debido a la consistencia de la m i l i ­
cia bonaerense, capaz por n ú m e r o y armamentos de en­
frentarse con buenas posibilidades de éxito a las fuerzas 
armadas federales y a lo imperioso de incorporar el territo­
r io de Buenos Aires, tanto por razones comerciales y fisca­
les como estratégicas . 4 1 N o obstante, la misma cuest ión no 
i m p i d i ó — y quizás e m p u j ó — la const i tución por parte de 
las d e m á s provincias firmantes de una un idad política terr i­
tor ia l , con u n grado de c o n t r o l coactivo superior al caso de 
México . Tanto los c o n t e m p o r á n e o s como la mayor parte 
de la historiograf ía existente han hecho hincapié en el for-

4 1 BOTANA, 1 9 9 3 , y FORTE, 2 0 0 3 , cap. i. 
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talecimiento de las autoridades centrales a raíz de la re­
ciente experiencia autori tar ia santanista. A u n q u e super­
ficialmente este e lemento parece proporc ionarnos u n a 
explicación satisfactoria de las fuertes tensiones que en la 
fase constituyente del Estado l iberal mexicano se crearon 
sobre el nivel de fuerza coactiva real que habr ía que reco­
nocer a los poderes federales, la cuest ión quizás sea m á s 
compleja y tenga que analizarse a part ir tanto de la induda­
ble desconfianza hacia el poder central heredada de la expe­
riencia santanista como de las mismas causas que h ic ieron 
atractivo para muchos, en 1853, el establecimiento en Mé­
xico de u n r é g i m e n de excepción- la incapacidad de los go­
biernos anteriores a Santa Arma de encontrar una so luc ión 
satisfactoria y durable ante los conflictos entre federac ión y 
estados y entre los distintos poderes federales. 4 2 

A pesar de que tanto la propuesta constitucional mexica­
na como la argentina enfatizaban la necesidad de aumen­
tar las prerrogativas de l poder central sobre u n a base 
federal, las diferencias de partida antes seña ladas determi­
naron una p e r c e p c i ó n diferente de los elementos que ha­
bía que adoptar para lograr d icho aumento. E n particular, 
si por u n lado los proyectos en ambos países se apoyaron 
en una cultura polí t ica de or ientación l iberal y, por ende, 
enfatizaron la importanc ia de establecer con claridad las 
garantías constitucionales, como premisa indispensable pa­
ra salvaguardar la integr idad de los individuos y los ciuda­
danos, ñ o r el o t r o la consistencia de l apoyo otorgado a 
cada proyecto por parte de los distintos grupos en juego re­
gistró una intensidad diferente en cada caso que se reflejó 
sobre los medios y los instrumentos que cada texto consti-

4 2 V é a s e al respecto P A Ñ I , 2 0 0 1 , p. 1 1 0 . No podemos a q u í , por razones 
de espacio, ampliar el anál i s i s del periodo santanista en M é x i c o . E . P a ñ i 
ofrece una interesante y atenta s íntes i s del periodo, haciendo h i n c a p i é 
en la importancia h i s tór i ca de la experiencia santanista en el marco del 
proceso de f o r m a c i ó n del Estado mexicano —elemento de suma im­
portancia, descuidado por la h i s tor iogra f í a existente—. Para mayores 
detalles, SORDO CEDEÑO, 1 9 9 1 ; VÁZQUEZ MANTECÓN, 1 9 8 6 ; VÁZQUEZ, 1 9 9 3 , y 

COSTELOE, 2 0 0 0 . 
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tucional logró atr ibuir al Estado para la defensa de las mis­
mas garantías . 

La comis ión de negocios constitucionales argentina, afir­
mando que el gobierno federal d e b e r í a "tener en sí todos 
los medios" necesarios para que pudiera "corresponder 
a los fines de su creac ión" , conc lu ía que, entre otras cosas, 
"e l e jército y la marina han de existir a expensas del [... ] te­
soro [nac iona l ] " . 4 3 Se buscaba de esta manera quitar a las 
provincias u n importante elemento de control sobre las fuer­
zas armadas, el financiero, que r educ í a las posibilidades del 
nuevo Estado para establecer u n vínculo de dependencia 
entre oficialidad y autoridad civil . Más allá de una simple 
cues t ión teórica o de principios , el in forme justificaba esta 
i n q u i e t u d con el fin de acabar con "la confiscación, los tor­
mentos bárbaros y extravagantes inventados por la guerra 
civi l " , elementos que hasta entonces hab ían impedido dar 
"seguridad a la vida y propiedad" . 4 4 Con este objeto, el pro­
yecto constitucional presentado por el jur i s ta Juan Bautista 
A l b e r d i especificaba que "la fuerza armada no puede deli­
berar; su r o l es completamente pasivo",45 precisando que "al 
lado de las garantías de libertad nuestras constituciones de­
ben traer las garantías de orden; al lado de las garantías indi­
viduales [ . . . ] las garantías públicas [ . . . ] porque sin ellas no 
pueden existir las otras". 4 6 Esta ac larac ión implicaba la su­
b o r d i n a c i ó n a las autoridades constitucionales de las fuer­
zas armadas, sin que las segundas p u d i e r a n actuar de 
manera legal, independientemente de las primeras o al 
mando de otros actores civiles. 

Este importante p r inc ip io de la "pasividad" de la fuerza 
armada no fue retomado de manera expl íc i ta por el texto 
constitucional definit ivo, pero sí p e r m a n e c i ó claramente 

43 Informe de la Comisión de Negocios Constitucionales del Congreso General 
Constituyente de la Confederación Argentina, 1 8 5 3 , en SAMPAY, 1 9 7 5 , p. 3 5 5 . 

44 Informe de la Comisión de Negocios Constitucionales del Congreso General 
Constituyente de la Confederación Argentina, 1 8 5 3 , en SAMPAY, 1 9 7 5 , p. 3 5 6 . 

4 5 "Proyecto de C o n s t i t u c i ó n de J u a n Bautista Alberdi" , Parte Prime­
ra, cap. iv, art. 2 5 , en ALBERDI, 1 8 5 2 , las cursivas son m í a s . 

4 6 "Proyecto de C o n s t i t u c i ó n de J u a n Bautista Alberdi" , Parte Prime­
ra, cap. iv, n. 3 , las cursivas son m í a s . 
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el criterio m á s general de la subord inac ión de lo mi l i t a r a 
lo civil y, sobre todo, de la necesidad de establecer u n con­
tro l m o n o p ó l i c o de l Estado sobre el pr imero . Así, sobre la 
base de la premisa de que "el Pueblo no delibera n i gobier­
na, sino por medio de sus representantes y autoridades crea­
das por esta Const i tuc ión" , se enfatizaba en seguida que 
"toda fuerza armada o reunión de personas que se atribuya 
los derechos del pueblo y peticione a nombre de éste , co­
mete del i to de s e d i c i ó n " . 4 7 Pero el m o n o p o l i o estatal de la 
fuerza así adquir ido tenía que convertirse en u n instrumen­
to importante de defensa de las garantías individuales antes 
establecidas, que representaban su pr inc ipa l factor de legi­
timación. Entonces, la fuerza monopolizada por el Estado y 
ejercida por las autoridades legalmente constituidas, tenía 
que ser empleada siempre y sólo de manera subordinada a 
los preceptos constitucionales. Esta relación funcional fuer­
za-garantías emerge en el artículo 23 del mismo capítulo , 
en donde se establece el derecho federal de declarar el es­
tado de sitio y suspender las garantías constitucionales en 
aquellas provincias o territorios en donde una " c o n m o c i ó n 
inter ior " o u n "ataque exterior" "pongan en pel igro el ejer­
cicio de esta Const i tuc ión y de laT autoridades creadas por 
ella". Se precisaba de inmediato que el presidente de la Re­
públ ica —como jefe de Estado y supremo comandante de 
las fuerzas armadas— "no p o d r á [ . . . ] condenar por sí n i 
aplicar penas [y] su poder se l imitará en tal caso respecto 
de las personas, a arrestarlas o trasladarlas de u n p u n t o a 
otro de la C o n f e d e r a c i ó n " , en donde a u t o m á t i c a m e n t e se 
vuelven vigentes las garant ías constitucionales, "si ellas no 
pre f i r ie se ! salir fuera del terr i tor io argent ino" . 4 * E l mono­
polio de la fuerza p o r parte del Estado y la creac ión de u n 
mando mi l i t a r ún ico y centralizado, con el jefe del poder 
ejecutivo const i tuc ional como comandante supremo, se 
justificaba y legitimaba no sólo como medio para garantizar 
el orden in te rno y la seguridad nacional, sino sobre todo 

47 Constitución de la Nación Argentina, 1942, Parte Primera, cap. ú n i c o , 
art. 22. 

48 Constitución de la Nación Argentina, 1942, art. 23. 
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como instrumento para salvaguardar la integr idad indivi­
dual, a m p a r á n d o l a de la posible acción coercitiva de actores 
particulares. Este pr inc ip io fue sentado en la Const i tución 
federal de 1853, gracias a la con jugac ión de varias dispo­
siciones: por u n lado, la especif icación de las garant ía ind i ­
viduales , 4 9 la abol ic ión de los pr ivi legios , 5 0 la ac larac ión 
puntua l y explícita de los derechos del h o m b r e , 5 1 la nega­
ción de la legi t imidad de los fueros y la p r o c l a m a c i ó n de la 
igualdad de los individuos ante la ley; 5 2 y por el otro , el esta­
blec imiento de la verticalidad del mando a part ir de una 
autoridad civil y constitucional, el presidente de la Repúbli­
ca, lo que impl icó de inmediato —de derecho— la subor­
d inac ión de cualquier fuerza armada operante en el país al 
poder ejecutivo de la n a c i ó n . 5 3 

Pero la salvaguarda de las garantías individuales no hacía 
referencia s implemente a la re lac ión individuos-Estado, 
sino t a m b i é n a la re lac ión individuos-individuos, ind iv i ­
duos-grupos de interés e individuos-provincias. Por eso la 
Const i tuc ión argentina i n t r o d u j o t ambién la facultad de 
intervención del gobierno federal en las provincias, "al solo 
efecto de restablecer el orden públ ico perturbado por la se­
dición, o de atender a la seguridad nacional amenazada por 
u n ataque o peligro exter ior " . 5 4 N o nos interesa discutir 
aqu í la formulac ión específica de esta facultad y sus i m p l i ­
caciones concretas con respecto a la re lac ión federación-
provincias o poder ejecutivo-poder legislativo. 5 5 Queremos 

49 Constitución de la Nación Argentina, 1942, Parte Primera, cap. ú n i c o . 
50 Constitución de la Nación Argentina, 1942, Parte Primera, cap. ú n i c o . 
51 Constitución de la Nación Argentina, 1942, Parte Primera, cap. úni­

co, art. 14. 
52 Constitución de la Nación Argentina, 1942, Parte Primera, cap. ú n i c o , 

art. 16. 
63 Constitución de la Nación Argentina, 1942, Parte Segunda, T í t u l o Pri­

mero, S e c c i ó n Segunda, cap. tercero, art. 83, Inciso 15, en donde se 
precisa que el presidente de la R e p ú b l i c a "es Comandante en Jefe de to­
das las fuerzas de mar y tierra de la C o n f e d e r a c i ó n " . 

54 Constitución de la Nación Argentina, 1942, Parte Primera, cap. ú n i c o , 
art. 6. 

5 5 E n la C o n s t i t u c i ó n reformada de 1860 se m o d i f i c ó el texto del 
art. 6 con el fin declarado de la c o m i s i ó n examinadora de "distinguir ge-



8 8 4 RICCARDO FORTE 

m á s b ien destacar el significado de esta medida constitucio­
nal en términos de c o m p l e m e n t a c i ó n necesaria para otor­
gar sustancia al poder coactivo del Estado. Es significativa la 
ac larac ión de la comis ión examinadora de la Const i tución 
federal, previamente a la discusión sobre el p r inc ip io de i n ­
tervención federal, en donde se afirma que en el desarrollo 
de sus labores dicha comis ión "ha estado muy distante de 
participar de la creencia vulgar de que, cuanto m á s restrin­
gidos se hal len los poderes, L t o m á s garantizada será la l i ­
bertad" . Y en seguida se a n a d i ó que "por el contrario, ella 
piensa que los poderes han sido instituidos para garantizar 
la l ibertad; y para que su acc ión sea eficaz, es indispensable 
aue tensan los medios fiara influir sobre los hombres y las cosas 
m o v i é n d o s e l ibremente dentro de las órbitas trazadas por la 
ley".56 Sobre la base de esta importante preci s ión y a part ir 
del monoDolio del contro l de los medios coactivos Dor Dar¬
te de las autoridades constitucionales y de la calidad de co¬
mandante supremo de las fuerzas armadas del presidente 
de la R e p ú b l i c a 

establecidos por la misma constitu­
ción el noder federal se convertía de derecho v dehi-

do a ¿ f f i d S ^ Z ^ S í o en u n 

el poder f v i o l e n c t i n t e r i o r é o ^ < S o ? d ? k d t e 

Se ízano s ó l o v e n í a r e ^ ^ t ^ u ^ ^ n t ó ^ o r d e n 
ySegundad q u V ^ ^ S ^ ^ n ^ ^ ^ 

n é r i c a m e n t e en q u é casos debe ejercerse el derecho de in te rvenc ión , y 
en c u á l e s e s tá obligado el Gobierno general a intervenir", pero sin modi­
ficar en la sustancia los principios que estaban en la base del principio 
de i n t e r v e n c i ó n federal. V é a s e Informe de la Comisión Examinadora de la 
Constitución Federal, en SAMPAY, 1 9 7 5 , p. 3 9 8 . 

56 Informe de la Comisión Examinadora de la Constitución Federal, en 
SAMPAY, 1 9 7 5 , p. 3 9 7 , las cursivas son m í a s . 

57 Informe de la Comisión Examinadora de la Constitución Federal, en 
SAMPAY, 1 9 7 5 , pp. 3 9 7 - 3 9 8 . E l t é r m i n o democracia es obviamente impro­
pio desde la perspectiva p o l i t o l ò g i c a de los siglos xx y xxi y hace m á s bien 
referencia a u n sistema representativo sobre una base individual. 
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para permi t i r al poder federal desarrollar su función m o 
dernizadora tanto polít ica como social. 

En México , durante las labores de la asamblea constitu­
yente, se registró una act i tud mucho m á s ambigua acerca 
de las atribuciones coactivas del Estado. E n la resolución de 
la comis ión dictaminadora sobre el proyecto de constitu­
ción, se especif icó la necesidad de "crear u n gobierno fir­
me y l iberal , sin que sea peligroso", con el fin de "hacer reinar 
la igualdad ante la ley, la l ibertad sin desorden, la paz sin 
opres ión, la justicia sin rigor, la clemencia sin deb i l idad" . 5 8 

E n el largo in forme no se hace ninguna referencia al pro­
blema del poder coactivo del Estado y sólo se menciona la 
genér ica necesidad de "armar el poder ejecutivo de la auto­
ridad y decoro bastantes a hacerle respetar en lo inter ior , y 
digno de toda cons iderac ión para con los extranjeros". 5 9 

L o que sí se reitera constantemente es el rechazo al centra­
lismo recién experimentado, "este funesto sistema de go­
bierno, que se identif ica con todas nuestras calamidades y 
desgracias"; el pel igro de "retroceder a las maléf icas combi­
naciones de l central ismo". 6 0 Es evidente en estas aclaracio­
nes el intento de los dictaminadores de aplacar los temores 
de los distintos grupos de interés — y de diferente orienta­
c ión po l í t i ca— hacia una posible intromis ión del fu turo 
poder federal en las a u t o n o m í a s territoriales. Pero se l legó 
incluso a poner en tela de j u i c i o el objetivo general del 
contro l coactivo del Estado, o p o n i é n d o s e "a que se mono­
police la fuerza" y proponiendo in t roduc i r en la Constitu­
ción una "ad ic ión que diga que todos los hombres t ienen 
obligación de tener sus armas para el servicio p ú b l i c o " . 6 1 Es 
evidente c ó m o los temores citados p o n í a n en riesgo la posi­
bi l idad efectiva de crear u n Estado nacional con poderes 
eficaces, capaz de defender las garantías individuales "en 

58 Proyecto de Constitución. Dictamen de la Comisión, en T E N A RAMÍREZ, 
1 9 9 8 , p. 5 2 9 , las cursivas son m í a s . 

59 Proyecto de Constitución. Dictamen de la Comisión, en T E N A RAMÍREZ, 1 9 9 8 , 
p. 5 2 9 . 

60 Proyecto de Constitución. Dictamen de la Comisión, en T E N A RAMÍREZ, 
1 9 9 8 , p. 5 3 2 . 

6 1 ZARCO, 1 9 5 6 , p. 5 0 3 , las cursivas son mía s . 
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u n país tan desgraciado como el nuestro, donde todavía se 
disputan y defienden a mano armada privilegios y prerro­
gativas a ñ e j a s " . 6 2 En este sentido la s i tuación mexicana no 
se distanciaba sustancialmente de la argentina. E n ambos 
extremos del ex imper io español , "la paz tiene pocos parti­
darios" 6 3 y "la guerra de los fueros" priva "al país [ . . . ] del 
orden const i tucional" . 6 4 Pero la necesidad de crear u n po­
der fuerte, con los medios para enfrentarse a las pretensio­
nes estamentales de la proVincia de Buenos Aires, por u n 
lado, v la experiencia centralista de Santa A n n a por el otro 
crearon una diferente sensibilidad hacia la cuest ión del for­
talecimiento coactivo del poder central y, sobre todo, u n 
dist into erado de cohes ión alrededor de u n provecto políti­
co específ ico. 

La Consti tución mexicana de 1857, no menos que la car­
ta magna argentina aprobada tres años antes, hacía hinca­
pié en los principios liberales de l ibertad e igualdad, cuyo 
establecimiento transitaba, como en el caso anterior, por la 
defensa de las garantías individuales . 6 5 Sin embargo a pe­
sar de que t ambién en México se aclararon expl íc i tamente 
los derechos del h o m b r e 6 6 - q u i z á s de manera m á s punt i ­
llosa que en Argent ina—, la función del Estado como ga­
rante exclusivo de los mismos aparece formulada con 
menor de terminac ión . E n p r i m e r lugar, la verticalización 
de la cadena de mando, a part i r de la autoridad civil del 
presidente de la Repúbl ica no se e x p r e s ó directamente v la 
Const i tución se l imitó a autorizar al jefe del ejecutivo a "dis­
poner de la fuerza armada permanente de mar y tierra 
para la. seguridad, in ter ior y defensa exterior de la federa-

62 Proyecto de Constitución. Dictamen de la Comisión, en T E N A RAMÍREZ, 
1 9 9 8 , p. 5 3 4 . 

63 Proyecto de Constitución. Dictamen de la Comisión, en T E N A RAMÍREZ, 
1 9 9 8 , p. 5 3 9 . 

6 4 Manifiesto redactado por el constituyente Salvador M a r í a del Ca­
rril , en ZUVIRÍA, 1 8 8 9 , p. 9 2 . 

65 Constitución Política de la República Mexicana, 1 8 5 7 , T í t u l o i, Sec­
c i ó n i, arts. 1-29 , en T E N A RAMÍREZ, 1 9 9 8 , pp. 6 0 7 - 6 1 1 . 

66 Constitución Política de la República Mexicana, 1 8 5 7 , T í t u l o i, Sec­
c i ó n i, arts. 2 - 1 1 , en T E N A RAMÍREZ, 1 9 9 8 , pp. 6 0 7 - 6 0 8 . 
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ción", sin ubicarlo de manera clara en la j e r a r q u í a m i l i t a r . 6 7 

Esta prerrogativa, como en el caso argentino, era l imitada 
por la facultad del Congreso - p r e s e n t e , aunque en for­
ma diferente, en la mayoría de las constituciones liberales 
de la é p o c a — "para levantar y sostener al ejército y la ar¬
mada de la U n i ó n y para reglamentar su organizac ión y 
servicio". 6 8 ^ * 

En los dos casos, las diferencias de perspectiva de los le­
gisladores acerca de la relación entre garantías individuales 
y poder coactivo emergen con m á s claridad si examinamos 
con atención los comentarios de la comis ión dictaminado-
ra mexicana sobre la delicada cuest ión del equi l ibr io entre 
el segundo y la presencia de armas privadas en el t e r r i tor io 
nacional. Dicha comis ión , contrariamente a su homologa 
argentina, no subrayó la existencia de una re lac ión directa 
entre l ibertad y poderes constitucionales, sino que citando 
a Thomas Jefferson hizo h incapié en la necesidad de ga­
rantizar por u n lado "la seguridad contra los abusos de 
los ejércitos permanentes" y por el otro el "derecho [de los 
particulares] de portar armas para la defensa indiv idual y 
Pública" 6 9 Si la pr imera especif icación tomada de manera 
aislada, puede indicar el deseable objetivo de establecer con 
claridad v efectividad el Drincioio de la subord inac ión m i l i ­
tar a la Const i tuc ión y a las autoridades derivadas de la mis­
ma asociada a la segunda muestra la neligrosa tendencia 
del poXr central a abdicar de su responsabilidad como ga­
r a n t e d e 1 ü i ^ T t o ^ a ^ u M T d i v i d u a l e s en sentido 

67 Constitución Política de la República Mexicana, 1857, t í tulo m, s e c c i ó n 
I I , art. 84, inciso 4, en T E N A RAMÍREZ, 1998, p. 621. 

68 Constitución Política de la República Mexicana, 1857, T í t u l o ni, s e c c i ó n 
i, p á r r a f o m, art. 72, inciso 18, en T E N A RAMÍREZ, 1998, p. 618. L a Constitu­
c ión argentina de 1853 e s t a b l e c i ó como a t r ibuc ión del Congreso "fijar la 
fuerza de l í n e a de tierra y de mar en tiempo de paz y guerra; y formar 
reglamentos y ordenanzas para el gobierno de dichos e jé rc i tos " . Consti­
tución de la Nación Argentina, 1942, parte segunda, cap. cuarto, art. 64, in­
ciso 23. 

69 Proyecto de Constitución. Dictamen de la Comisión, 1856, en T E N A RAMÍREZ, 
1998, pp. 535 y 537, las cursivas son m í a s . 



8 8 8 RICCARDO FORTE 

gentina. El texto constitucional definitivo acató esta orienta­
c ión e integró la prerrogativa "de poseer y portar armas" 
como u n o de los derechos fundamentales del h o m b r e . 7 0 

¿ C ó m o podemos interpretar esta sorprendente decis ión? 
Francisco Zarco, al oponerse no tanto al pr inc ip io de 

que cada individuo pudiera poseer armas para su legí t ima 
defensa, sino a la introducc ión de esta prerrogativa entre 
los derechos fundamentales, centró el meol lo de la cues­
tión af irmando que consideraba " indigno de una nac ión ci­
vilizada que la Const i tución declare que el poder público no 
puede amparar a los hombres y que éstos necesitan defenderse por sí 
mismos"?1 Pero el diputado de Durango individualizó una 
cuest ión aún más delicada, implícita en el artículo citado, 
expresando el temor de "que en lo de adelante ya no haya 
reyertas de palabras, sino que la menor disputa se decida a 
estocadas y a balazos" y del "abuso que las facciones que 
quieran extraviar al vulgo pueden hacer de este derecho". 7 2 

En fin, lo que estaba enjuego en esta decis ión era la capaci­
dad de los constituyentes de establecer con energ ía lo que 
hemos visto ser uno de los fundamentos bás icos del Estado: 
el contro l monopó l i co de los instrumentos coactivos. La dis­
pos ic ión en sí no negaba esta posibil idad, pero si jalamos la 
misma en la coyuntura de la época , s e g ú n la descripción de 
los mismos constituyentes —que hemos seña lado a n t e s -
es fácil prever sus implicaciones negativas sobre las capaci­
dades de las autoridades federales de controlar con eficacia 
el t e r r i tor io nacional. 

Otra vez Zarco evidenció tales implicaciones, juntando la 
discusión de dicho artículo constitucional con una proposi­
c ión sobre la insubsistencia del nombramiento de coman­
dante general de Sonora hecho por el gobierno en Manuel 
María Gándara . La denuncia de Zarco muestra la utilización 
personal y anticonstitucional que la presencia de armas pr i ­
vadas permit ía , allá en donde " G á n d a r a , desobedeciendo al 

70 Constitución Política df la República Mexicana, 1 8 5 7 , t í tulo i, s e c c i ó n i, 
art. 1 0 , en T E N A RAMÍREZ, 1 9 9 8 , pp. 6 0 6 - 6 2 9 (p. 6 0 8 ) . 

7 1 ZARCO, 1 9 9 1 , p. 6 9 , las cursivas son m í a s . 
7 2 ZARCO, 1 9 9 1 , p. 6 9 . 
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supremo gobierno, se n e g ó a reconocer a [sus] [ . . . ] fun­
cionarios, provocó de sórdenes en varias poblaciones, dispu­
so de fondos públ icos , invirt iéndolos en la asonada". 7 3 

A d e m á s , alentado por el nombramiento hecho por el go­
bierno, " a b a n d o n ó la capital del estado, l levándose gran 
parte de la guarnic ión, recorr ió varias poblaciones levan­
tando fuerzas [ . . . ] amagando a las autoridades civiles [y] 
paralizando la admin i s t rac ión" . 7 4 La situación aqu í descrita 
no representó u n caso aislado en la experiencia histórica 
mexicana, 7 5 n i parece diferente a muchas otras propias de 
la región latinoamericana en aquella época , s imi l i tud a ú n 
m á s evidente si la confrontamos con las acciones de los 
llamados "montoneros" en Argentina , que todavía opera­
ban con éxito en el terr i tor io nacional durante los años se­
tenta. 7 6 Pero en los dos casos examinados es diferente la 
base jur íd i ca que los constituyentes lograron hacer aprobar 
en cada u n o de los textos constitucionales, a part ir de la 
cual se construyó el poder coactivo del Estado. Kahle subra­
ya u n importante factor al respecto: las intrigas polít icas 
perpetradas a lo largo de las década s posteriores a la inde­
pendencia p o r el sector mi l i tar mexicano, que l legaron al 
punto de armar a los ind ígenas contra las tropas controla­
das por los grupos adversarios en la é p o c a de Santa Anna , 
acabaron poniendo "en duda el valor del ejército mexica­
n o como ins trumento defensor contra los enemigos inter­
nos". 7 7 Sin embargo, la experiencia centralista representó a 
menudo u n factor instrumental , utilizado por aquellas fuer­
zas que tenían como pr inc ipa l objetivo imped i r la constitu­
c ión de u n p o d e r centra l consistente con u n a f u n c i ó n 
modernizadora. Entre estos grupos destacaban las fuerzas 

7 3 ZARCO, 1 9 9 1 , p. 6 8 . 
7 4 ZARCO, 1 9 9 1 , p. 6 8 . 
7 5 K A H L E , 1 9 9 7 , cap. v. 
7 6 FORTE, 2 0 0 3 , pp. 4 2 - 4 5 . 
7 7 K A H L E , 1 9 9 7 , p. 2 2 8 , subraya que Santa A n n a " m a n d ó azuzar contra 

el gobierno de Bustamante a las tribus i n d í g e n a s de Sonora, que poco 
antes acababan de ser pacificadas [...] y, con ello, d e s e n c a d e n ó la su­
b levac ión i n d í g e n a m á s peligrosa de M é x i c o hasta 1 8 3 3 " . K A H L E , 1 9 9 7 , 
p. 2 2 7 . 
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armadas que actuaban l ibremente en el país . M . Bel l ingeri 
subraya acertadamente que "el estamento mi l i tar tenía la 
tendencia [ . . . ] a arraigarse en el ter r i tor io , a m p a r á n d o s e 
en las au tonomía s estatales".7 8 Unas fuerzas militares ama­
rradas en la defensa de sus privilegios tradicionales y que 
en ellos veían la fuente pr inc ipa l de su poder, difícilmen­
te hubieran favorecido, o simplemente no obstaculizado, 
una extens ión real de los poderes federales en el terr i tor io 
mexicano. 

Estas observaciones nos remiten a otro factor importante 
de la é p o c a : la e l iminación del fuero mi l i tar , no sólo en tér­
minos concretos, sino, en la fase constituyente, como pr in­
c ipio aceptable. En Argent ina , la cues t ión no e n c o n t r ó 
prác t icamente obstáculos por la ausencia de una corpora­
ción castrense preliberal consolidada y m á s en general de 
grupos y comunidades que ident i f icaran claramente sus 
intereses y sus posibilidades de sobrevivencia con la conser­
vación de u n fuero. N o fue necesaria una legislación espe­
cíf ica al respecto, deb ido al acuerdo general ya citado 
acerca de la abol ic ión de los privilegios y de la negac ión de 
la leg i t imidad de los fueros en general. Estos principios se 
encontraron fortalecidos —como hemos visto— por la men­
ción explícita de la igualdad de los individuos ante la ley. 
La Const i tución mexicana, aunque no expre só directamen­
te la nueva condic ión de igualdad, precisó sin embargo que 
" N o hay, n i se reconocen [ . . . ] prerrogativas, n i honores 
hereditarios", y que "nadie puede ser juzgado por leyes p r i ­
vativas, n i por tribunales especiales".7 9 E l artículo 13 especi­
ficaba t a m b i é n que " N i n g u n a persona n i c o r p o r a c i ó n 
puede tener fueros, n i gozar emolumentos que no sean 
compensaciones de u n servicio públ i co , y estén fijados por 
la ley". Pero es importante tener presente que la apl icación 
de esta n o r m a fue una de las que m á s tensiones provocó 
durante la é p o c a que estamos analizando. A d e m á s , esta 
n o r m a m á s que otras r e q u e r í a de una voluntad clara por 

7 8 B E L U N G E P j y R H i - S A U s i , 1 9 9 3 , p . 1 3 . 
79 Constitución Política de la República Mexicana, 1 8 5 7 , t í t u l o i , s e c c i ó n i , 

a r t s . 1 2 y 1 3 , e n T E N A RAMÍREZ, 1 9 9 8 , p . 6 0 8 . 
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parte de los distintos sectores sociales de armar el poder fe­
deral con el fin de imped i r acciones coercitivas arbitrarias 
por parte de los grupos que en aquel entonces se encontra­
ban directamente afectados por esta disposic ión y mante­
n ían porciones significativas de poder mil i tar . 

El problema de la e l iminación del fuero mil i tar , impres­
cindible para establecer la subordinac ión de la oficialidad a 
las autoridades constitucionales y, por ende, para crear u n 
sector mi l i tar profesional y moderno —re lac ión que he­
mos seña lado en la in t roducc ión—, encontraba en México 
u n obs tácu lo sustancial en la presencia de u n con junto 
complejo y articulado de actores privilegiados, más o me­
nos poderosos, que en la conservación de sus fueros veían 
la única manera de salvaguardar su propia pos ic ión en el 
ámbi to de la sociedad. H a sido evidenciado que la act i tud 
ant icorporat iva de la m a y o r í a de los constituyentes, de 
or ientac ión l iberal , fue la causa pr inc ipa l que aplazó por 
u n decenio la real ización del proyecto l iberal sobre la base 
del texto constitucional aprobado en 1857. 8 0 Dicha act i tud 
se manifes tó con claridad en las medidas legislativas i m ­
plantadas entre 1854-1857 por los liberales, tanto de ten­
dencia federalista como centralista, dirigidas a reducir las 
prerrogativas de los fueros existentes. La Ley de Adminis­
tración de Justicia —conocida generalmente como Ley J u á ­
rez—, aprobada en 1855, redujo las competencias de los 
tr ibunales mil i tares , que " ce sa rán [ . . . ] de conocer de 
los negocios civiles, y c o n o c e r á n tan sólo de los delitos pu­
ramente militares o mixtos de los individuos sujetos al fue­
ro de guerra" . 8 1 C o n el fin de fortalecer el significado de 

8 0 CARMAGNANI, 1 9 9 3 , p. 1 4 6 . Aclara el autor: " E l anticorporativismo 
liberal fue el elemento que react ivó la t ens ión entre federalistas y antife­
deralistas, favorables estos últimos a una conciliación entre intereses corporativos 
no só lo de la Iglesia y de los militares sino t a m b i é n de las corporaciones 
i n d í g e n a s , de los ayuntamientos y de los estados. De la misma manera, 
emerge [... ] la t e n s i ó n entre libertad jusnaturalista y libertades pactistas, 
favorables estas últimas a asignar a los militares el papel de corporación 'nacio­
nal' que garantizaba las libertades pactistas [ . . . ] " Las cursivas son mía s . Véa­
se t a m b i é n T E N A RAMÍREZ, 1 9 9 8 , pp. 4 8 7 - 4 9 2 . 

81 Ley de Administración de justicia y Orgánica, 1 8 5 5 , en DUBLÁN y LOZANO, 
1 8 7 6 , n. 4 5 7 2 , t. vii, p. 5 9 3 . 
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estas disposiciones, el decreto especificaba que "son gene­
rales para toda la Repúbl ica , y los Estados no podrán vanarlas 
o modificarlas'.9''2 Posteriormente, o tro decreto gubernativo 
especif icó en los detalles "los delitos puramente militares" 
que quedaban de competencia del fuero castrense, acla­
rando que "en el caso de compl ic idad con los reos mil i ta­
res, de otros que no lo fueran", el j u i c i o sobre los mismos 
t en ía que ser conf iado a las autoridades judiciales civi­
les. 8 3 La Ley J u á r e z fue complementada u n a ñ o d e s p u é s 
p o r la Ley Lerdo de Tejada, que nacionalizaba los bie­
nes de todas las corporaciones. Hace falta destacar que las 
medidas legislativas implementadas por la mayoría l iberal 
entre 1854-1857 con el fin de acabar con los fueros de dis­
t in to origen tenían u n doble potencial de transformación: 
por u n lado, privaban a poderosas corporaciones de sus 
antiguos privilegios; por el otro , transformaban el sector 
mi l i t a r de una antigua corporac ión independiente del Es­
tado en una moderna subordinada al mismo, por lo que 
abr ían el camino hacia el contro l m o n o p ó l i c o del poder fe­
deral sobre los medios coactivos que hubiera puesto al Esta­
do l iberal en las condiciones de transitar de la a f i rmación 
constitucional de la ilegalidad de los fueros a su traducción 
en la práct ica polí t ica concreta. ¿En q u é contexto se l legó a 
la a p r o b a c i ó n de tales medidas y hasta q u é punto afectó su 
posibil idad de apl icac ión? 

La fuerte tensión —evidenciada en u n estudio recien­
te— entre federalistas (liberales, defensores de la l ibertad 
jusnaturalista) y confederalistas (defensores de las liberta­
des-privilegios pactistas de antiguo r é g i m e n ) , que l legó a su 
punto m á x i m o con la incorporac ión a la Const i tución de 
las Leyes de Reforma en 1859, 8 4 no se puede entender sin 
tomar en cuenta la total idad de los grupos que en Méx ico 
se sent ían afectados p o r las leyes s eña l ada s , que a d e m á s 

82 Ley de Administración deJusticiay Orgánica, 1 8 5 5 , en DUBLÁN y L O Z A N O , 
1 8 7 6 , n. 4 5 7 2 , t. vn, p. 5 9 3 . 

83 Decreto del gobierno. Sobre Mitos militares, 1 8 5 6 . Ministerio de Guerra 
y Marina, s e c c i ó n 3 A , art. 6 , 2 7 de noviembre, en DUBLÁN y LOZANO, 1 8 7 6 , 
t. vin, p. 3 0 5 . 

8 4 CARMAGNANI, 1 9 9 3 , p. 1 4 6 . 
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de las poderosas corporaciones mi l i tar y de la Iglesia i n ­
cluían las corporaciones ind ígenas , los ayuntamientos y los 
estados. La ampl i tud de la opos ic ión al anticorporativismo 
l iberal en México muestra, por u n lado, la importancia del 
fortalecimiento coactivo del nuevo Estado federal para i m ­
poner la ap l i cac ión rigurosa y u n i f o r m e de las normas 
constitucionales y legales aprobadas mediante los ó rganos 
legislativos; y, por el otro, la di f icultad de establecer un con­
senso suficientemente ampl io acerca del mismo fortaleci­
miento como medio importante para consentir el tránsito 
desde la enunc iac ión constitucional de las garantías indivi­
duales hacia su implementac ión concreta, lo que implicaba 
necesariamente —claramente expresado por los constitu­
yentes argentinos— la posibi l idad de cont ro l e interven­
c ión directa de las autoridades federales en todos los 
ámbitos del terr i tor io nacional. E n otras palabras, la dif icul­
tad pr inc ipa l en México — p o r lo menos entre los años cin­
cuenta y sesenta— fue la de hacer co inc id i r la m a y o r í a 
legal —expresada por la asamblea constituyente— con la 
superioridad coactiva, que quedaba todavía bajo el contro l 
de las numerosas corporaciones existentes en el terr i tor io 
nacional. 

En la esfera mil i tar , los confederalistas-pactistas no apo­
yaron la subord inac ión j u r í d i c a de la corporac ión castrense 
a las autoridades civiles. A l contrar io , sostuvieron la asigna­
c i ó n a los militares de la responsabil idad de garantizar 
como corporac ión "nacional" los antiguos privilegios terr i­
toriales o libertades pactistas, a cambio de la obl igación del 
gobierno de conservarlo en su forma actual . 8 5 N o se trataba 
entonces de la integrac ión subordinada de la oficialidad al 
nuevo Estado, sino de una suerte de pacto antiguo entre 
autoridades civiles y c o r p o r a c i ó n mil i tar , en donde la se­
gunda m a n t e n í a u n sustancial grado de independencia de 
las pr imeras . 8 6 Este poderoso grupo de pres ión , que —co-

8 5 CARMAGNANI, 1 9 9 3 , pp. 1 4 6 - 1 4 7 . 
8 6 Hablamos de " independencia" y no de " a u t o n o m í a " ; en cuanto a la 

segunda, se aplica conceptualmente a u n a c o r p o r a c i ó n profesional mo­
derna que a c t ú a de manera a u t ó n o m a del Estado en r e l a c i ó n con las 
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m o hemos visto— a part ir de la defensa de los privilegios 
corporativos p o d í a contar con el apoyo de u n conjunto de 
grupos sociales muy h e t e r o g é n e o , const i tuyó proba­
blemente el pr inc ipa l obs táculo a la superac ión del sector 
mi l i tar como — s e g ú n la def inición propuesta por Carmag-
n a n i - u n "casi-poder" separado del Estado; es decir, en las 
condiciones de oponerse de hecho y de derecho a los tres 
poderes federales constitucionales. 8 7 Sabemos que esta ten­
sión se resolvió, aunque d e s p u é s de diez años de conflictos 
violentos y prolongados, pero la pregunta es si en todo caso 
esta resolución afectó el fortalecimiento coactivo del poder 
federal y la posibil idad de consolidar u n Estado nacional 
moderno es decir detentor del contro l m o n o p ó l i c o de los 
medios de coerc ión masiva. 

Es muy probable que los liberales, en el gobierno poste­
r io r al Plan de Ayuda y en la asamblea constituyente, estu­
vieron conscientes de la importancia de la subord inac ión 
mil i tar en el proceso de consol idac ión del nuevo orden. Pe­
ro la opos ic ión corporativista en el país — y el poder que és­
ta detentaba en su c o n j u n t o - los convenc ió para que 
adoptaran u n iter especí f ico que m a r c ó otro elemento de 
di ferenciación con el caso argentino. Entre la dec larac ión 
de Ayuda y la a p r o b a c i ó n de la Const i tución federal, el go­
bierno provisional y la asamblea constituyente adoptaron 
una serie de medidas legislativas, más allá de la formula­
ción de u n nuevo acuerdo constitucional de partida entre 
las partes Este iter aunque pueda encontrar alguna expli­
cación en la coyuntura prop ia del recorr ido histórico me­
xicano de la é n o c a deiaba a u n lado lo eme los liberales 
d e c i m o n ó n i c o s consideraron u n elemento clave de la legi­
t imidad de la acc ión legislativa, es decir, la existencia de u n 

decisiones de c a r á c t e r estrictamente profesional, pero desde una posi­
c ión de s u b o r d i n a c i ó n a las leyes y a las autoridades civiles establecidas 
con base en ellas. S e g ú n los confederalistas, al contrario, no t en ía que 
existir ninguna r e l a c i ó n vertical entre militares y Estado, sino simple­
mente u n pacto de c o l a b o r a c i ó n r e c í p r o c a . Para ampliar el significado 
de esta diferencia respecto al sector militar, v é a s e H U N T I N G T O N , 1 9 9 5 , 
caps, n y rv. 

8 7 CARMAGNAM, 1 9 9 3 , p. 1 4 7 . 
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nuevo pacto previo de la sociedad sobre la base de pr inci­
pios generales, capaces de legit imar y fundar los resulta­
dos de dicha acción. En otras palabras, los constituyentes 
mexicanos hic ieron referencia de manera sólo parcial e i n ­
completa al planteamiento de los constitucionalistas es­
tadounidenses: por u n lado, u t i l i z a r o n — c o m o hemos 
v i s t o - el seña lamiento de Jefferson respecto al peligro po­
tencial representado por los ejércitos permanentes; pero, 
por el o t ro , descuidaron u n segundo y quizás más ÚÍpor-
í ante planteamiento, expresado en pr imera instancia por 
Thomas Paine en la segunda mi tad del siglo XVIII y retoma¬
do unos a ñ o s de spués por el federalista Alexander Hamil¬
t o n acerca de la i l e g i t i m i d a d impl í c i t a en cualquier 
medida legislativa adoptada por u n poder que se constituye 
antes de la creac ión concertada y consensual de los meca­
nismos dirigidos a su propia c reac ión . 8 * 

Las citadas leyes J u á r e z y Lerdo, sumamente importantes 
por el significado que la abol ic ión de los fueros y las corpo­
raciones tenía a mediados del siglo XIX, fueron aprobadas 
sobre la base del ¿terseñalado y por ende no se apoyaron en 
n i n g ú n acuerdo general anterior oficialmente sancionado 
entre las partes. Lo mismo se puede decir de otras normas 
bás icas dirigidas al establecimiento de una organizac ión 
mi l i t a r subordinada y centralizada, que fueron puestas en 
marcha antes de la a p r o b a c i ó n de la carta magna, dejando 
amplios m á r g e n e s de a m b i g ü e d a d en la forma en que el 
c o n t r o l coactivo del Estado se estaba asumiendo. E n parti-

8 8 Paine, retomando los principios b á s i c o s del constitucionalismo mo­
derno, sostuvo que "un gobierno sin c o n s t i t u c i ó n es u n poder sin dere­
cho" y que "una c o n s t i t u c i ó n antecede al gobierno; y el gobierno só lo es 
la criatura de la c o n s t i t u c i ó n " . Thomas Paine, Rights of Man, citado en 
M C I L W A I N , 1956, pp. 12 y 30. Hamilton, en su examen de la re lac ión entre 
ley constitucional y ley ordinaria, sostuvo que en el caso de disconformi­
dad entre la primera y la segunda, "debe preferirse, como es natural, 
aquella que posee fuerza obligatoria y validez superiores; en otras pala­
bras, debe preferirse la C o n s t i t u c i ó n a la ley ordinaria, la i n t e n c i ó n del 
pueblo a la i n t e n c i ó n de sus mandatarios". H A M I L T O N , MADISON yJAY, 1987, 

p. 332. Para u n excelente anál i s i s sobre el significado del constituciona­
lismo moderno, tanto en general como en r e l a c i ó n con la revo luc ión 
constitucional estadounidense, v é a s e MATTEUCCI , 1987. 
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cular, entre 1856-1857, el gobierno provisional, mediante 
el mecanismo del decreto, intentó crear las bases para la 
nacional ización de la organización mi l i tar y la profesionali-
zación del cuerpo de oficiales. E n p r i m e r lugar, se b u s c ó 
por pr imera vez u n equi l ibr io , tanto para el e jército como 
para la marina, entre oficiales, suboficiales y efectivos de 
tropa, estableciendo la cantidad predeterminada de los 
mismos y de los batallones y cuerpos. 8 9 Poco después , se fija­
r o n los sueldos para los distintos sectores del personal m i l i ­
tar 9 0 y al a ñ o siguiente el Congreso Constituyente a p r o b ó la 
pr imera ley orgán ica del ejército permanente que in t rodu­
j o u n importante elemento de novedad en la organizac ión 
castrense: el Estado Mayor General . 9 1 Durante el mismo 
periodo y con el in tento evidente de fortalecer los lazos de 
fidelidad de los iefes militares con el nuevo nrovecto nolíti-
co el Congreso Constituyente estableció la a s ignación de 
"porciones de los terrenos ba ldíos que pertenecen a la Na­
c ión" a "los generales jefes y oficiales" miembros "del ejér­
cito leal que concurr i e ron a la c a m p a ñ a de Puebla o a 
otras L d o n ^ ^ ^ S d ¿ b t S ? ^ 

89 Decreto del gobierno sobre arreglo provisional del ejército y la marina de la 
República, 2 9 de abril de 1 8 5 6 . S e c r e t a r í a de Guerra y Marina, en DUBLÁN 
y LOZANO, 1 8 7 6 , t . v i i i , p. 1 5 6 . 

90 Decreto del gobierno. Tarifa de sueldos para las clases del ejército, 3 0 de 
septiembre de 1 8 5 6 , en DUBLÁN y L O Z A N O , 1 8 7 6 , t. vm, p. 2 5 5 . 

91 Ley que organiza el Ejército permanente, - 1 8 5 7 . C o m o s e ñ a l a UNZUETA, 
2 0 0 2 , cap. I I , las bases para la f o r m a c i ó n del Estado Mayor del E jérc i to ya 
h a b í a n sido establecidas en 1 8 2 3 . S in embargo, el Estado Mayor de 1 8 5 7 
asume una ca rac te r í s t i ca muy diferente en t é r m i n o s de m o d e r n i z a c i ó n 
militar en cuanto posterior a la Ley J u á r e z de a b o l i c i ó n del fuero militar 
y porque se c o n f i g u r ó en el marco de una ley o r g á n i c a del e jérc i to , di­
rigida a delinear la in s t i tuc ión castrense de manera m á s clara que el 
decreto anterior. E n 1 8 2 3 , las funciones del Estado Mayor eran esencial­
mente técn ica s y no de c o o r d i n a c i ó n e s t ra tég ica general, y se p r e v e í a la 
posibilidad de que el mismo fuera integrado por personal civil "en de­
fecto de militares". V é a s e Decreto del 3 de septiembre de 1 8 2 3 , en D U ­
BLÁN y L O Z A N O , 1 8 7 6 , 1.1. 

92 Decreto del gobierno. Se manda extender un diploma a todos los generales, 
jefes y oficiales que concurrieron a la campaña de Puebla, 8 de abril de 1 8 5 6 , en 
DUBLÁN y L O Z A N O , 1 8 7 6 , t. v m , p. 1 4 6 . 
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Estas medidas eran sin duda alguna, urgentes en la co­
yuntura mexicana de mediados del siglo X I X . Pero, en au­
sencia de u n nuevo pacto de la sociedad, anter ior a las 
mismas medidas y sancionado por la mayor ía de sus repre­
sentantes en u n texto constitucional escrito, el fortaleci­
m i e n t o coactivo del Estado corr ía el riesgo de aparecer 
como una iniciativa arbitraria del grupo mi l i tarmente más 
fuerte en ese momento , y por ende de carecer de la legiti­
m i d a d y el poder suficientes para la reso luc ión de las ten­
siones y conflictos, objetivos p o r los cuales h a b í a sido 
creado. Algunos miembros de la asamblea constituyente me­
xicana enarbo laron el prob lema de la l e g i t i m i d a d de las 
medidas legislativas adoptadas s e g ú n el procedimiento se­
ñ a l a d o . Respecto a la Ley J u á r e z , se a r g u m e n t ó que era 
"prec ip i tada , en su concepto, porque t o c ó puntos que 
sólo puede resolver el Congreso al constituir la nac ión" y 
que "resolver estas cuestiones no era p r o p i o de u n gobier­
no provis ional" . 9 3 Se especif icó que en re lac ión con la abo­
lición de los fueros, "la asamblea era competente y tenía la 
autor idad necesaria para resolverla como lo creyera útil al 
país , al dar la Constitución, y no antes".94 Haciendo hincapié 
en la importancia de esta disposic ión para la conf iguración 
del nuevo orden l iberal , se sostuvo que imponer l a median­
te una ley "transitoria" no contr ibuía a darle " m á s fuerza n i 
m á s prest igio" . 9 5 Sin embargo, estas argumentaciones no 
encontraron el consenso mayoritario de los miembros de la 
asamblea constituyente, en donde prevaleció la idea de que 
"el gobierno provisional al expedir esta ley no se a r rogó fa­
cultades ajenas, porque las tenía ampl í s imas por el Plan de 
A y u d a " . 9 6 De esta manera, la Ley J u á r e z y las d e m á s disposi­
ciones dirigidas a fortalecer el poder coactivo del Estado se 
apoyaron en la dudosa legi t imidad de u n pacto entre je­
fes militares, en lugar de en u n acuerdo m á s ampl io acerca 
de pr incipios generales que legit imaran dichas disposicio-

9 3 ZARCO, 1 9 5 6 , p. 1 1 7 . 
9 4 ZARCO, 1 9 5 6 , p. 1 1 7 . 
9 5 ZARCO, 1 9 5 6 , p. 1 1 8 . 
9 6 ZARCO, 1 9 5 6 , p. 1 1 9 . 
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nes sobre una base doctrinaria sólida. El mismo Zarco no 
parec ió entender el meol lo del problema, cuando af i rmó 
que este apego exagerado a "la leg i t imidad" y al "orden 
constitucional" der i laba de u n planteamiento "más teórico 
que práct ico" , que "se desentiende de los hechos que han 
venido a echar por tierra todas nuestras instituciones an­
teriores" . 9 7 

Las diferencias entre los casos mexicano y argentino, des­
de el punto de vista del análisis histórico-constitucional, en 
la construcción del poder coactivo de sus respectivos estados 
federales, emergen de manera aún m á s evidente si compa­
ramos la ya citada ley mexicana sobre as ignación de terre­
nos ba ld íos y su homologa argentina, la l lamada Ley de 
Premios. Con objetivos parecidos a la disposición en México, 
dicha ley autorizó la repart ic ión de territorios de propie­
dad federal a los oficiales y suboficiales que hab ían partici­
pado en la " c a m p a ñ a del desierto" contra las poblaciones 
ind ígenas de la Pampa y la Patagonia. 9* E n ambos países el 
fin fue la integrac ión castrense y en especial de la oficiali­
dad, que fue premiada con la a s ignac ión de propiedades 
de amplias proporciones E n ambos casos el t a m a ñ o de la 
as ignación fue directamente proporc iona l al grado del ofi­
cial, no sólo por obvias razones de reconocimiento jerár­
quico sino ñor el significado que los altos mandos tenían 
en re lac ión con el cont ro l civil sobre las fuerzas armadas. 
Sin embargo, el contexto en que se d i e r o n estas disposicio¬
nes otorga u n significado histórico y pol í t ico muy distinto 
a cada una La Lev de Premios fue anrobada ñor el Poder 
Legislativo' const i tuc ional en 1884 durante la d é c a d a de 

9 7 ZARCO, 1 9 5 6 , p. 1 1 8 . A d e m á s , se p o d r í a sostener que una Constitu­
c ión aprobada en presencia de u n poder central cuya fuerza militar se 
h a b í a constituido en la fase preconstitucional, p o d í a a su vez perder legi­
timidad como e x p r e s i ó n de un consenso amplio de toda la sociedad. 
GUERRA, 1 9 9 1 , vol. i , p. 3 1 , de alguna forma sostiene esta tesis cuando afir­
ma que " E l 'pueblo mexicano', en nombre del cual se realiza la Constitu­
c ión , es, de hecho, i d e o l ó g i c a m e n t e , el pueblo liberal, del cual e s tán 
excluidos los conservadores [ . . . ] " 

9 8 A l respecto v é a s e FORTE, 2 0 0 3 , pp. 6 3 - 6 4 . 
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misma fue aplicada a u n cuerpo de oficiales en una posi­
ción m á s clara de subord inac ión a la autoridad civil , esta­
blecida por la Const i tución de 1853 que —como hemos 
visto— otorgaba al presidente de la Repúbl ica el mando su­
premo de las fuerzas armadas. Dicho cuerpo era equipado 
con escuelas y normativas profesionales, creadas sobre la 
base de medidas legislativas aprobadas en los años setenta y 
que estaban incrementando r á p i d a m e n t e el sentido de 
pertenencia corporativa de sus m i e m b r o s . " E n México , al 
contrario , esta medida, al par de las otras seña ladas , prece­
dió a la a p r o b a c i ó n de la Const i tución federal y, por ende, 
se d io sin u n mando mi l i tar unificado y en ausencia de u n 
pr inc ip io de subord inac ión castrense a la autoridad civil 
claramente establecido y aprobado en u n texto constitu­
cional. Como consecuencia la disposición mexicana asu­
mió m á s el carácter de u n pác to antiguo del gobierno con 
estamentos militarizados, que los rasgos de una fase del 
proceso de subord inac ión al poder civil de una institución 
mi l i tar nrofesional o en nroceso de nrofesional ización En 
Lenc ia de una autoridad c ^ n e g i t i m a d a con u n acuerdo 
escrito entre las nartes el nresidente nrovisional ac tuó en 

Tn^LeTL n S n ^ T S r i ^ í e f c ^ i c i a indispen-
aWe p i r a e l W a r ^ ^ ^ ^ ó n ^ ^ c S T e , 

dio c^n el fin d é ™ 
prevalectó en A v u t l ^ a S de u X ^ S n l t S v 
porTrortadcmCastrense a í IZTclTZSr^mlnte 

U n ú l t imo asunto merece nuestra a tenc ión : la elimina­
ción de las comandancias generales y principales. Ausentes 
en el R ío de la Plata, en México los constituyentes motiva-

9 9 Por sentido de pertenencia corporativa entendemos la conciencia 
de los miembros de una p r o f e s i ó n de ser parte de u n grupo definido a 
partir de sus competencias especí f icas (specific skill group). V é a s e JANOWITZ, 
1 9 7 1 , p. 7 . T a m b i é n , H U N T I N G T O N , 1 9 9 5 , cap. i . 
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r o n esta medida debido a su calidad de poder separado del 
Estado. Sin embrago, esta deci s ión presenta rasgos ambi­
guos que vale la pena destacar. La abol ic ión de las coman­
dancias, por u n lado, significó la desapar ic ión de una insti­
tuc ión de la é p o c a colonia l , que actuaba de manera 
independiente de la autoridad central del virrey. Dicha i n ­
dependencia implicaba — p o r lo menos en p r i n c i p i o — sólo 
"poderes militares amplios", mientras que las prerrogativas 
polít ica, e conómica , de justicia, hacienda y real patronato 
quedaban bajo la jurisdicción de los intendentes . 1 0 0 En este 
sentido, la disposic ión fue coherente con la necesidad de 
subordinar el sector castrense al poder civil y, por ende, re­
presentó u n corolario indispensable a la abol ic ión del fuero 
mi l i tar . Sin embargo, la misma impl icó t ambién la salida de 
las fuerzas armadas federales de amplias regiones del país , 
sin que fueran sustituidas por otras bajo una diferente regla­
mentac ión . E n la asamblea constituyente se sostuvo la medi­
da a f i rmando que las comandancias representaban u n 
"constante amago a las instituciones de los pueblos y a las 
autoridades civiles que los gob ie rnan" 1 0 1 y que "abolido el 
fuero de guerra en los negocios civiles y criminales comunes 
de los militares, ya las comandancias militares, que en otros 
tiempos fungían de tribunales de pr imera instancia, no tie­
nen mis ión n inguna en los estados". 1 0 2 De esta manera, si 
por u n lado se e l iminó la arbitrariedad mi l i t a r implícita en 
la institución de las comandancias, por el o tro no se preser­
vó n i n g ú n elemento coactivo subordinado al poder federal 
para amparar a los individuos de la arbitrariedad civil . 

CONCLUSIONES 

Del análisis anterior emergen algunas diferencias sustancia­
les entre los dos casos, en el proceso histórico de construc­
ción de las bases del poder coactivo del Estado nacional. La 

1 0 0 O ' G O R M A N , 1 9 3 7 , p. xxxix. 
1 0 1 ZARCO, 1 9 5 6 , pp. 1 9 0 - 1 9 1 . 
1 0 2 ZARCO, 1 9 5 6 , p. 1 1 0 1 . 
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pr imera dist inción se refiere al iteren que se aprobaron las 
disposiciones dirigidas a crear dichas bases. E n México , és­
tas se conf iguraron a part ir de la acción de la autoridad 
establecida con el Plan de Ayuda y en ausencia de u n sus­
tento constitucional capaz de otorgar m á s consistencia y le­
g i t imidad a las mismas. E n Argent ina , las disposiciones 
legales dirigidas a establecer dicha autoridad fueron apro­
badas por la rama legislativa de la federac ión, cuyo poder 
se legitimaba en los principios establecidos y aprobados en 
la Const i tuc ión federal de 1853, que con la re forma de 
1860 p u d o contar t ambién con el apoyo —aunque condi­
cionado— de la provincia de Buenos Aire s . 1 0 3 

La segunda dist inción se refiere a las diversas orientacio­
nes respecto a facetas de gran importancia, como la centra­
lización del mando mi l i tar y la subord inac ión de la oficiali­
dad a las autoridades constitucionales, tanto en la forma en 
que se resolvieron como en la a m p l i t u d de l consenso al­
rededor de los acuerdos. E n Argent ina ambas cuestiones 
tomaron u n r u m b o claro hacia el fortalecimiento y la afir­
mac ión de la superioridad de la autoridad civil desde las dis­
cusiones inmedia tamente posteriores al A c u e r d o de San 
Nicolás, pero al mismo t iempo las partes se abstuvieron de 
crear autoridades permanentes y de establecer normas vin­
culantes definitivas anteriores a la a p r o b a c i ó n de la Carta 
Magna. E n Méx ico , al contrario , se registra por u n lado una 
actitud menos decidida y u n consenso menos claro hacia las 
mismas cuestiones; pero p o r el o t ro — y quizás supuesta­
mente por el t emor de que la escasa consistencia de dicho 
consenso pudiera poner en tela de j u i c i o las medidas de for­
talecimiento coactivo de la autoridad central—, los constitu­
yentes actuaron como u n poder legislativo ya establecido, 
extral imitando en varias ocasiones sus atribuciones constitu­
yentes y, por ende, creando u n poder coactivo estatal con 
una base m á s débi l de legi t imidad. 

En ambos casos existieron elementos de opos ic ión violen­
ta al nuevo orden , pero pud ieron ser enfrentados a part ir 
de una leg i t imidad diferente de las acciones coactivas gu-

1 0 3 BOTANA , 1993, pp. 231-234. 
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bernamentales y de la fuerza mi l i tar en que éstas se apoya­
ban. Desde u n punto de vista weberiano, que otorga u n pa­
pel pr ior i tar io al contro l m o n o p ó l i c o de la fuerza por parte 
de las autoridades centrales en la individuación de una en­
tidad estatal moderna, la def inición del Estado en Argent i­
na d e s p u é s de 1860 aparece entonces m á s clara que en la 
experiencia mexicana posterior a 1857. A falta de estudios 
m á s puntuales sobre la organizac ión mi l i t a r y las relaciones 
Estado-oficialidad en M é x i c o en el pe r iod o entre 1857¬
1910, sólo podemos decir que este p u n t o de partida proba­
blemente favoreció la creac ión de una polí t ica acorde y 
conciliaciones que han sido seña ladas en estudios recien­
tes. 1 0 4 Esta or ientación contrasta con la tendencia en Ar­
gentina a uti l izar de manera m á s determinante, sobre todo 
durante los años setenta y ochenta, una fuerza mi l i tar fede­
ral legitimada sobre una base constitucional, con el fin de im­
poner la autoridad de las instituciones y la un idad polít ica 
nac iona l . 1 0 5 

A u n q u e existieron causas históricas detrás de estas dife­
rencias de act i tud de los legisladores durante la fase consti­
tuyente —que hemos s eña l ado parcialmente—, éstas no 
tienen que ocultar los efectos que probablemente tuvieron 
en los acontecimientos entre el final del siglo X I X y el co­
mienzo del X X . Hace falta examinar, desde u n punto de vis­
ta de la re lación institucional entre el sector castrense y las 
autoridades federales, la importancia real que estos efectos 
tuvieron en el recorrido histórico entre la aprobac ión de las 
respectivas constituciones y la conso l idac ión de los estados 
liberales en su forma federal. Sobre la base de la individua­
ción de causas diferentes, algunos autores han subrayado 
la relativa marcha hacia atrás en el proceso mexicano de 
modern izac ión castrense a par t i r de los años ochenta . 1 0 6 

Tal tendencia contrasta con lo averiguado hasta hoy para el 
caso argentino, en donde este proceso se produ jo sin signi-

1 0 4 CARMAGNANI, 1993. V é a s e t a m b i é n BERTOLA, 1988. 
105 F O R X E ; 2003, cap. i . 
1 0 6 CARMAGNANI, 1994, pp. 203-207, 244-250 y 314-324 y HERNÁNDEZ CHÁ-

VEZ, 1989. 
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ficativas soluciones de cont inuidad a part ir de la d é c a d a 
de 1870. 
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